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nalidad de los tratados. b) La sentencia en los casos de control preventivo
de constitucionalidad de leyes sancionadas antes de su promulgación. C)
Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los procesos de
control de la inconstitucionalidad de la omisión del Legislador. D) Los
efectos de las sentencias constitucionales dictadas en la resolución de las
controversias constitucionales entre los órganos del poder público. E) Los
efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los procesos de in-
terpretación constitucional. F) Los efectos de las sentencias constituciona-
les dictadas en los procedimientos de control de constitucionalidad obli-
gatorio de leyes orgánicas y decretos leyes de estados de excepción: a) El
control obligatorio de constitucionalidad de ciertas leyes orgáncias. b) El
control de constitucionalidad obligatorio de los decretos de estado de
excepción.—3. LOS EFECTOS VINCULANTES DE LAS SENTENCIAS CONSTI-

TUCIONALES DICTADAS POR LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL.

RESUMEN

En este estudio se analizan los efectos de las sentencias constitucionales en un
sistema mixto de justicia constitucional, como el de Venezuela, estructurado con múl-
tiples procesos y procedimientos constitucionales que se desarrollan, no sólo ante la
Jurisdicción Constitucional, sino ante la Jurisdicción Ordinaria y la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, mediante los cuales los particulares pueden demandar el con-
trol judicial de la constitucionalidad de todos los actos del Estado. En consecuencia,
se analizan en términos generales los efectos de dichas sentencias, en primer lugar, en
los procesos constitucionales que se desarrollan ante la Jurisdicción Ordinaria al apli-
car los jueces el método difuso de control de constitucionalidad de las leyes y al de-
cidir los procesos de amparo constitucional de derechos y garantías constitucionales;
en segundo lugar, en los procesos y procedimientos constitucionales que se desarro-
llan específicamente ante la Jurisdicción Constitucional, destinados a controlar la cons-
titucionalidad de las leyes y de las omisiones legislativas mediante la aplicación del
método de control concentrado de la constitucionalidad; y en tercer lugar, en el proce-
so de control de constitucionalidad (además de legalidad) de los reglamentos y demás
actos administrativos a cargo de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, como
control concentrado de la constitucionalidad de los mismos.

Palabras clave: cosa juzgada, sentencia constitucional, Sala Constitucional, con-
trol difuso, amparo, Venezuela, Derecho Procesal Constitucional, efectos de las sen-
tencias constitucionales.

ABSTRACT

This article analyses the effects of constitutional rulings on a mixed constitutional
justice system such as that in Venezuela, which is structured with multiple consti-
tutional processes and procedures that pass through not just Constitutional jurisdiction,
but also Ordinary jurisdiction and Contentious-Administrative jurisdiction, in which
individuals may plead for judicial control over the constitutionality of all State actions.
It gives a general analysis of said rulings, firstly in constitutional proceedings held
under Ordinary jurisdiction, in which judges applied the diffuse method of control over
the constitutionality of laws and on deciding the processes for constitutional protection
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of constitutional rights and guarantees. Secondly, it analyses the constitutional pro-
ceedings and procedures held specifically under Constitutional jurisdiction, intended to
control the constitutionality of laws and legislative gaps by applying the concentrated
method of control. Thirdly, it analyses the process for controlling the constitutionality
(as well as the legality) of regulations and other administrative acts under Contentious-
Administrative jurisdiction, with concentrated control over their constitutionality.

Key words: res judicata, constitutional ruling, Constitutional Court, judicial review,
amparo, Venezuela, Procedural Constitutional Law, effects of constitutional rulings.

INTRODUCCIÓN

Los efectos de las sentencias constitucionales varían según el proceso
o procedimiento constitucional en los cuales aquellas se dicten. En conse-
cuencia, el tema se torna más complejo en sistemas de justicia constitu-
cional mixtos, como el que se ha desarrollado en Venezuela1, estructurado
con múltiples procesos y procedimientos constitucionales que se desarro-
llan, no sólo ante la Jurisdicción Constitucional, sino ante la Jurisdicción
Ordinaria y la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, mediante los cua-
les los particulares pueden demandar el control judicial de la constitucio-
nalidad de todos los actos del Estado.

En primer lugar, por tanto, están los procesos constitucionales que se
desarrollan ante la Jurisdicción Ordinaria, que se desarrollan en dos casos:
primero, cuando los jueces, conforme al método difuso de control de cons-
titucionalidad de las leyes y demás actos estatales normativos, las desapli-
can al decidir casos concretos, conforme lo autoriza el artículo 334 de la
Constitución; y segundo, cuando deciden procesos de amparo constitucio-
nal de derechos y garantías constitucionales conforme se establece en el
artículo 27 de la Constitución.

En segundo lugar, están los procesos y procedimientos constituciona-
les que se desarrollan específicamente ante la Jurisdicción Constitucional,
los cuales conforme a los artículos 266,1 y 334 de la Constitución se atri-
buyen a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, y que
están destinados a controlar la constitucionalidad de las leyes y demás

1 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, El sistema mixto o integral de control de la cons-
titucionalidad en Colombia y Venezuela, Universidad Externado de Colombia (Temas de Dere-
cho Público núm. 39) y Pontificia Universidad Javeriana (Quaestiones Juridicae núm. 5), Bogo-
tá, 1995, 120 pp. Publicado también en Revista Tachirense de Derecho, Universidad Católica
del Táchira, núm. 5-6, San Cristóbal, enero-diciembre 1994, pp. 111-164; en Anuario de Dere-
cho Constitucional Latinoamericano, Fundación Konrad Adenauer, Medellín-Colombia, 1996,
pp. 163-246; y en G. J. BIDART CAMPOS y J. F. PALOMINO MANCHEGO (coordinadores), Juris-
dicción Militar y Constitución en Iberoamérica, Libro Homenaje a Domingo García Belaúnde,
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional (Sección Peruana), Lima, 1997, pp. 483-560.
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actos estatales de similar rango y valor o dictados en ejecución directa de
la Constitución. Este control de constitucionalidad se configura como un
sistema de control concentrado de la constitucionalidad de dichos actos
estatales, que otorga a dicha Sala Constitucional el monopolio de su de-
claratoria de nulidad con efectos erga omnes.

Y en tercer lugar, está el proceso de control de constitucionalidad (ade-
más de legalidad) de los reglamentos y demás actos administrativos, cuyo
conocimiento, conforme al artículo 259 de la Constitución, se atribuye a
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, integrada por la Sala Político-
Administrativa y la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia y de-
más tribunales determinados por la ley. Este control también se configura
como un sistema de control concentrado de la constitucionalidad de dichos
reglamentos y demás actos administrativos, que otorga a dichas Salas y
demás tribunales el monopolio de su declaratoria de nulidad, por incons-
titucionalidad (además de ilegalidad), también con efectos erga omnes.

A continuación nos vamos a referir a los efectos de las sentencias
constitucionales dictadas por los tribunales de la Jurisdicción Ordinaria y
por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, como Jurisdicción Cons-
titucional; y por último nos referiremos al tema de los efectos vinculantes
de las sentencias de interpretación de la Constitución dictadas por la Sala
Constitucional del Tribunal Supremo.

En cuanto a los efectos de las sentencias constitucionales dictadas por
la los tribunales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, como los
mismos son similares a los de las sentencias dictadas al resolverse las
acciones populares de inconstitucionalidad, rigiéndose por las mismas nor-
mas de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, estimamos re-
dundante referirnos a ello en forma separada. En tal materia nos remiti-
mos, mutatis mutandi, a lo que exponemos en cuanto al régimen de las
sentencias dictadas en los juicios de constitucionalidad.

1. LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES DICTADAS POR

LOS TRIBUNALES DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA

En Venezuela, el juez ordinario es juez constitucional no sólo cuando
aplica el método difuso de control de constitucionalidad de las leyes y
demás actos normativos, sino además, cuando decide una acción de ampa-
ro constitucional de derechos y garantías constitucionales.

Desde 1897, el Código de Procedimiento Civil estableció la posibilidad
de que todo órgano judicial pueda ejercer el control de la constitucionalidad
de las leyes y demás actos normativos al decidir cualquier proceso, cuando
la ley vigente cuya aplicación se pida, colidiere con alguna disposición
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constitucional, en cuyo caso los tribunales deben aplicar ésta con preferen-
cia. Se trata del método difuso de control de la constitucionalidad de las
leyes, que ha recogido el artículo 334 de la Constitución de 1999, conforme
al cual cualquiera de las partes en un proceso, puede solicitar la inapli-
cabilidad de una Ley que se estime inconstitucional, en cuyo caso, el juez,
el cual también está autorizado para decidir el asunto de oficio, puede
aplicar con preferencia la Constitución e inaplicar la ley en el caso concre-
to, teniendo por supuesto la decisión efectos inter partes2.

Pero además, los jueces ordinarios en Venezuela tienen competencia
para conocer de procesos de amparo constitucional para la protección de
los derechos y garantías establecidos en la Constitución, tal como se esta-
blece en el artículo 27 de la Constitución, mediante un procedimiento bre-
ve, público, oral, gratuito y no sujeto a formalidades, en el cual el juez
puede restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida. El pro-
ceso de amparo, por tanto, no es monopolio de un sólo tribunal, como
sucede en España o en Costa Rica, sino que corresponde a todos los jue-
ces de primera instancia (e incluso a cualquier juez de la localidad en caso
de que en ella no haya juez de primera instancia), en cuyas decisiones,
siempre se produce un juicio de control de la constitucionalidad relativo a
la protección de derechos y garantías constitucionales3.

A) Los efectos de las sentencias de control difuso de la constitucionali-
dad de las leyes

El tema de los efectos de la decisión que adopten los tribunales en
relación con la constitucionalidad o aplicabilidad de una ley en un caso
concreto, tiene dos vertientes: primero, la determinación de a quién afecta
la decisión de declarar la inconstitucionalidad de la ley y desaplicarla, y
segundo, determinar el momento a partir del cual la decisión judicial, es
decir, la desaplicación de la ley comienza a surtir efectos.

a) Los efectos inter partes de la decisión judicial y sus excepciones

En relación con el primer punto, conforme a la racionalidad del méto-
do difuso de control de constitucionalidad4, la decisión adoptada por el

2 Véase, en general, ALLAN R. BREWER-CARÍAS, La Justicia Constitucional, vol. VI, Ins-
tituciones políticas y constitucionales, Universidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica Ve-
nezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 121 ss.

3 Véase, en general, ALLAN R. BREWER-CARÍAS, El derecho y la acción de amparo,
vol. V, Instituciones políticas y constitucionales, Universidad Católica del Táchira, Editorial Ju-
rídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1998.

4 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Judicial Review in Comparative Law, Cambridge Uni-
versity Press, Cambridge, 1989
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Juez sólo tiene efectos en relación con las partes en el proceso concreto
en la cual aquella se adopta. En otras palabras, en el método difuso de
control de constitucionalidad, la decisión adoptada sobre la inconstitucio-
nalidad e inaplicabilidad de la ley en un caso, sólo tiene efectos in casu
et inter partes, es decir, en relación con un caso concreto y exclusivamen-
te, en relación con las partes que han participado en el proceso, por lo que
no puede ser aplicada a otros particulares ni a otros casos. Esta es la con-
secuencia directa del carácter incidental del método difuso de control de
constitucionalidad.

En consecuencia, si una ley es considerada inconstitucional en una
decisión judicial, esto no significa que dicha ley ha sido invalidada y que
no es efectiva y aplicable en otros casos. Sólo significa que en cuanto
concierne a ese proceso particular, y a las partes que en él intervinieron
en el cual el Juez decidió la inaplicabilidad de la ley, es que ésta debe
considerarse inconstitucional, nula y sin valor, sin que ello tenga ningún
efecto con relación a otros procesos, otros jueces y otros particulares.

b) Los efectos generales en caso de control difuso en juicios de amparo
de derechos o intereses colectivos y difusos

Debe señalarse, sin embargo, que en los casos en los cuales sea la
Jurisdicción Constitucional (la Sala Constitucional del Tribunal Supremo)
la que ejerza el control difuso de la constitucionalidad de las leyes al co-
nocer de acciones de amparo intentadas en defensa de intereses colectivo
o difusos, los efectos de la decisión tienen entonces efectos generales.

En esos casos, en ausencia de regulación legal, la Sala Constitucional
no sólo se ha reservado el conocimiento de dichas acciones5, sino que ha
resuelto en sentencia núm. 85 de 24 de enero de 2002 (Caso: Asociación
Civil Deudores Hipotecarios de Vivienda Principal (Asodeviprilara) vs.
Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras y otros),
que:

Como resultado de todo control difuso, la ley sobre la que se ejerce
el control no ha sido anulada por inconstitucional, y sólo deja de apli-
carse en el caso concreto, que en materia de acciones por derechos e
intereses difusos o colectivos... tienen un rango de desaplicación de
mayor amplitud, producto de lo «universal» de la pretensión y de la
naturaleza erga omnes de los fallos que en ellos se dictan; y por ello

5 Véase, por ejemplo, sentencia núm. 255 de 15-3-2005 (Caso: Federación Venezolana de
Fútbol vs. Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia), en Revista de Derecho Público,
núm. 101, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2005, p. 212.
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la desaplicación de la ley al caso, no resulta tan puntual como cuan-
do en un juicio concreto se declara inaplicable una ley por inconstitu-
cional, o se declara inconstitucional a una norma ligada a la situación
litigiosa6.

c) Los efectos declarativos de las decisiones judiciales

Ahora bien, los efectos inter partes que como principio tienen las
decisiones judiciales adoptadas conforme al método de control difuso de
control de constitucionalidad, están directamente relacionados con otras
cuestiones concernientes también a los efectos de la decisión, pero en el
tiempo, es decir, respecto de cuándo comienza a ser efectiva la declarato-
ria de inconstitucionalidad.

En efecto, siendo el principal aspecto de la racionalidad del método
difuso de control de constitucionalidad el de la supremacía de la Constitu-
ción sobre todos los demás actos estatales, lo que lleva a considerar que
las leyes contrarias a la Constitución son nulas y sin valor, siendo ésta la
garantía más importante de la Constitución, en consecuencia, cuando un
juez decide sobre la constitucionalidad de una ley, y la declara inconstitu-
cional e inaplicable a un caso concreto, es porque la considera nula y sin
valor, como si nunca hubiera existido.

Por ello, la decisión judicial en estos casos tiene efectos declarativos,
en el sentido que declara que la ley es inconstitucional, considerándola
como tal desde que se dictó. Por ello, la ley cuya inaplicabilidad se deci-
da por ser contraria a la Constitución, debe ser considerada por el juez
como si nunca hubiera tenido validez y como si siempre hubiese sido nula
y sin valor. Por ello es que se dice que la decisión del juez, en virtud de
ser de carácter declarativo, tiene efectos ex tunc, pro pretaerito o de ca-
rácter retroactivo7, en el sentido de que dichos efectos se retrotraen al
momento en que la norma considerada inconstitucional fue dictada, impi-
diendo entonces que la ley pueda tener efectos en lo que concierne al caso
concreto decidido por el juez y con relación a las partes que intervinieron
en el proceso. El acto legislativo declarado inconstitucional por un juez
conforme al método difuso de control de constitucionalidad, por tanto, es
considerado, como nulo y sin valor ab initio, por lo que no es anulado por
el juez sino que éste sólo declara su inconstitucionalidad (y nulidad) pre-
existente, descartando su aplicación al caso.

6 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 2002

7 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, «Algunas consideraciones sobre el control jurisdic-
cional de la constitucionalidad de los actos estatales en el derecho venezolano», en Revista de
Administración Pública, núm. 76, Madrid, 1975, pp. 419-446.
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B)   Los efectos de las sentencias de amparo constitucional

El artículo 27 de la Constitución de 1999 siguiendo la orientación del
artículo 49 de la Constitución de 1961, reguló el proceso de amparo cons-
titucional como un derecho constitucional8, el cual se puede ejercer a tra-
vés de múltiples medios o recursos judiciales de protección, incluyendo la
acción de amparo9, así:

Artículo 27: Toda persona tiene derecho a ser amparada por los
tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitu-
cionales, aun de aquellos inherentes a la persona que no figuren ex-
presamente en esta Constitución o en los instrumentos internacionales
sobre derechos humanos.

El procedimiento de la acción de amparo constitucional será oral,
público, breve, gratuito y no sujeto a formalidad, y la autoridad judi-
cial competente tendrá potestad para restablecer inmediatamente la
situación jurídica infringida o la situación que más se asemeje a ella.
Todo tiempo será hábil y el tribunal lo tramitará con preferencia a
cualquier otro asunto.

La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá ser interpues-
ta por cualquier persona, y el detenido o detenida será puesto bajo la
custodia del tribunal de manera inmediata, sin dilación alguna.

El ejercicio de este derecho no puede ser afectado, en modo al-
guno, por la declaración del estado de excepción o de la restricción
de garantías constitucionales.

a) Los efectos restablecedores

En particular, sobre este proceso, debe destacarse la precisión que hace
esta norma sobre la competencia del juez de amparo para restablecer in-
mediatamente la situación jurídica infringida, y además, alternativamente,
«o la situación que más se asemeje a ella».

Por ello, conforme a lo que se reguló en la Ley Orgánica de Amparo

8 Véase, en general ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Derecho y acción de amparo, vol. V,
Instituciones políticas y constitucionales, Universidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica
Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1998.

9 Véase, en general, HILDEGARD RONDÓN DE SANSÓ, La acción de amparo contra los
Poderes Públicos, Editorial Arte, Caracas 1994; HILDEGARD RONDÓN DE SANSÓ, Amparo cons-
titucional, Editorial Arte, Caracas, 1998; GUSTAVO LINARES BENZO, El proceso de amparo,
Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1999; RAFAEL J. CHAVERO GAZDIK, El nuevo ré-
gimen del amparo constitucional en Venezuela, Edit. Sherwood, Caracas, 2001
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sobre Derechos y Garantías Constitucionales de 198810, la acción tiene
esencialmente naturaleza y efectos restablecedores, debiendo ser «capaz,
suficiente y adecuada para lograr que el mandamiento de amparo que se
otorgue se baste por sí solo, sin necesidad de acudir a otro u otros proce-
dimientos judiciales, para volver las cosas al estado en que se encontra-
ban para el momento de la vulneración y hacer desaparecer definitivamen-
te el acto o hecho lesivo o perturbador»11; o como lo dispone el artículo 1
de la Ley Orgánica, que se restablezca la situación jurídica infringida a «la
situación que más se asemeje a ella»12.

Por ese efecto eminentemente restablecedor, mediante la sentencia de
amparo no se pueden crear situaciones jurídicas nuevas o modificar las
existentes13, sino lo que se puede es restablecer las cosas al estado en que
se encontraban para el momento de la lesión, haciendo desaparecer el he-
cho o acto invocado y probado como lesivo o perturbador a un derecho o
garantía constitucional. Por ello es que precisamente cuando la violación
de un derecho constitucional convierte la situación jurídica infringida en
una situación irreparable, la acción de amparo es considerada inadmisible.
En otras palabras, conforme al artículo 6,1 de la Ley Orgánica, «se enten-
derá que son irreparables los actos que, mediante el amparo, no puedan
volver las cosas al estado que tenían antes de la violación»14.

10 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS y CARLOS M. AYALA CORAO, Ley Orgánica de Am-
paro sobre derechos y garantías constitucionales, Caracas, 1988.

11 Sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de
10-7-91 (Caso Tarjetas Banvenez), en Revista de Derecho Público, núm. 47, EJV, Caracas,
1991, pp. 169-170.

12 En tal sentido, la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Plena declaró inadmisible una
acción de amparo contra el cobro indebido de un impuesto, cuando el mismo ha sido ya paga-
do, considerando que en ese caso no es posible restablecer la situación jurídica infringida. Sen-
tencia de 21-3-88, Revista de Derecho Público, núm. 34, EJV, Caracas, 1988, p. 114. Por otra
parte, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo en sentencia de 7-9-89, ha declarado
inadmisible una acción de amparo de derechos a la protección de la maternidad (descanso pre
y post natal), incoada después del parto. Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencio-
so Administrativo de 17-9-89, Revista de Derecho Público núm. 40, EJV, Caracas, 1989,
p. 111,

13 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 27-10-93 (Caso Ana Drossos), y 4-11-93 (Caso Partido Convergencia), Revista de Derecho
Público, núms. 55-56, EJV, Caracas, 1993, pp. 340. La Corte Primera de lo Contencioso Ad-
ministrativo ha considerado que mediante el amparo no se puede crear un título o derecho.
Sentencia núm. 1679 de 14-12-2000 (Caso: Administradora Futuro, S.A. vs. Alcaldía del Mu-
nicipio Baruta del Estado Miranda), Revista de Derecho Público, núm. 84, EJV, Caracas, 2000,
p. 365.

14 Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 14-1-92, Re-
vista de Derecho Público, núm. 49, EJV, Caracas, 1992, p. 130; y de la antigua Corte
Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 4-3-93, Revista de Derecho Público,
núms. 53-54, EJV, Caracas, 1993, p. 260.
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b) La ausencia de efectos anulatorios

Sin embargo, en Venezuela, y salvo en materia de amparo contra de-
cisiones judiciales, la sentencia de amparo no tiene efectos anulatorios
respecto del acto lesivo, tal y como lo consideró la antigua Corte Supre-
ma de Justicia en sentencia de 1 de noviembre de 1990, que declaró inad-
misible una acción de amparo, cuando la única forma de reparar la situa-
ción jurídica infringida sea la nulidad de un acto administrativo, lo que no
cabe ser decidido en una decisión de amparo15.

Particularmente cuanto al amparo se ejerce contra normas, la decisión
del juez en ningún caso puede ser anulatoria sino que sólo debe apreciar
la inaplicación de la norma respecto del accionante que solicita amparo.
Siendo como es una decisión de protección, por ello tiene efectos inter
partes, es decir, en relación al accionante y las partes intervinientes en el
juicio. De acuerdo al artículo 3 de la Ley Orgánica, en estos casos, la
protección equivale a la suspensión de efectos de la ley respecto del accio-
nante, es decir, a la no aplicabilidad de la misma en el caso.

En cambio, en los casos de amparo contra sentencias, como la acción
se intenta ante el juez superior de aquél que dictó la sentencia cuestiona-
da, la sentencia si tiene efectos anulatorios16.

c) La ausencia de efectos indemnizatorios o compensatorios

Por otra parte, la sentencia de amparo tampoco tiene contenido indem-
nizatorio17. Como lo ha sostenido la Corte Primera de lo Contencioso Ad-

15 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 1-11-90, Revista de Derecho Publico, núm. 44, EJV, Caracas, 1990, pp. 152-153; sentencia
de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de, 10-9-92, Revista de Derecho Públi-
co, núm. 51, EJV, Caracas, 1992, p. 155; sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso
administrativo de 13-4-2000 (Caso: Inversora Pano, C.A. vs. Oficina Subalterna del Tercer Cir-
cuito de Registro del Municipio Libertador del Distrito Federal), en Revista de Derecho Pú-
blico, núm. 82, EJV, Caracas 2000, p. 497.

16 Véase, por ejemplo, sentencia de la Sala Constitucional núm. 2212 de 9-11-2001
(Caso: Agustín R. Hernández F. vs. Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mer-
cantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas), en
Revista de Derecho Público, núm. 85-88, EJV, Caracas, 2001, p. 443; y sentencia de la sala
Electoral núm. 25 de 23-3-2004 (Caso: Pedro A. Matute y otros vs. Junta Directiva Club Cam-
pestre Paracotos), en Revista de Derecho Público, núm. 97-98, EJV, Caracas 2004, p. 448.

17 La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo ha considerado que mediante el
amparo no se puede crear un título o derecho. Sentencia núm. 1679 de 14-12-2000 (Caso: Ad-
ministradora Futuro, S.A. vs. Alcaldía del Municipio Baruta del Estado Miranda), Revista de
Derecho Público, núm. 84, EJV, Caracas, 2000, p. 365.
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ministrativo «los pedimentos de indemnizaciones monetarias escapan de la
naturaleza y objeto del amparo, el cual se ha previsto como un medio res-
tablecedor de situaciones jurídicas infringidas —o de las que más se ase-
mejen a éstas— mediante el cese de la constatada violación constitu-
cional»18.

d) El tema de la cosa juzgada en las sentencias de amparo

Otro aspecto importante en materia de efectos de las sentencias de
amparo, se refiere al tema de la cosa juzgada, respecto de la cual el artí-
culo 36 de la Ley Orgánica establece que:

«La sentencia firme de amparo producirá efectos jurídicos, respec-
to al derecho o garantía objetos del proceso, sin perjuicio de las ac-
ciones o recursos que legalmente correspondan a las partes».

Por supuesto, hay tantas y tan múltiples situaciones derivadas de las
pretensiones de amparo, que respecto de ellas no puede darse más solu-
ción general legislativa que la expresada en esta norma, en cuanto a los
efectos de la sentencia de amparo. Es decir, ella sólo produce efectos «res-
pecto al derecho o garantía objeto del proceso» en cuanto al mandamiento
de restablecimiento o restitución del goce y ejercicio del mismo.

Es cierto que en algunos casos esto basta para asegurar la protección
y no es necesario resolver ninguna otra cuestión jurídica adicional por
otros medios judiciales; sin embargo, en otros casos, pueden quedar cues-
tiones jurídicas pendientes que deben resolverse por vías distintas; por lo
que la norma señala que la decisión de amparo se adopta «sin perjuicio de
las acciones o recursos que legalmente correspondan a las partes».

Esta situación se plantea, por ejemplo, siempre que se intente la ac-
ción autónoma de amparo contra un acto administrativo por ante el tri-
bunal de primera instancia (Art. 9°). En estos casos, como se dijo, la
decisión de amparo no puede pronunciarse sobre la nulidad del acto admi-
nistrativo, en el sentido de que aun cuando se pronuncie sobre su ilegiti-
midad e inconstitucionalidad, no puede anularlo. En estos supuestos, la
decisión de amparo solo tiene efectos sobre el derecho o garantía objeto
del proceso, en el sentido que el juez de amparo al restablecer la situación

18 Véase sentencia de 5-5-2000 (Caso: Pedro A. Flores R. vs. Dirección General Secto-
rial de los Servicios de Inteligencia y Prevención —DISIP—), en Revista de Derecho Público,
núm. 82, EJV, Caracas 2000, p. 473. Además, sentencia núm. 1424 de 2-11-2000 (Caso: Ra-
quel M. Pacheco P. vs. Hospital «Victorino Santaella» y otro), en Revista de Derecho Público,
núm. 84, EJV, Caracas, 2000, p. 365.
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jurídica infringida, lo que hace es suspender los efectos del acto adminis-
trativo frente al cual se ha solicitado amparo, pero no lo anula; razón por
la cual el acto administrativo formalmente sigue vigente, con su carácter
de ejecutividad por la presunción de legalidad que lo acompaña. Lo único
que hace la decisión de amparo es suspender su ejecutoriedad respecto del
agraviado, pero no lo anula ni lo extingue. Por ello, en estos casos, la
decisión de amparo se adopta sin perjuicio de la acción contencioso admi-
nistrativa de nulidad que debe intentarse ante los órganos de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa competentes19.

e) Los efectos inter partes de la sentencia de amparo y su extensión ge-
neral en caso de protección de intereses colectivos o difusos

Por último, debe señalarse que dado el carácter personal o subjetivo
de los juicios de amparo, la sentencia de amparo en principio tiene efec-
tos inter partes y en relación con las autoridades que deben cumplir el
mandamiento judicial. Sin embargo, dada la consagración constitucional de
la tutela judicial efectiva de los intereses colectivos y difusos, en estos
casos de amparo protegiendo dichos derechos, los efectos de la decisión
se han extendido a otras personas ubicadas en la misma situación jurídica
que la protegida.

Esto fue analizado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en
sentencia núm. 2675 de 17 de diciembre de 2001 (Caso: Ministerio del
Interior y de Justicia) y en relación con los efectos de las sentencias ad-
mitió que cuando se trata de proteger derechos o intereses difusos o co-
lectivos, los efectos directos de la sentencia pueden «extenderse a otras
personas que no eran partes, si les favorecían»20. Es decir, conforme a lo
resuelto por la misma Sala en sentencia de 30 de junio de 2000 (Caso:
Defensoría del Pueblo vs. Comisión Legislativa Nacional), cuando «la ac-
ción de amparo es interpuesta con base en un derecho o interés colectivo
o difuso, el mandamiento a acordarse favorecerá bien a un conjunto de
personas claramente identificables como miembros de un sector de la so-
ciedad, en el primer caso; bien a un grupo relevante de sujetos indetermi-
nados apriorísticamente, pero perfectamente delimitable con base a la par-

19 Por ello, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo he dado efectos tempora-
les a la decisión de amparo, a los efectos de que el agraviado intente el recurso contencioso
correspondiente. Véase por ejemplo, sentencia núm. 962 de 19-7-2000 (Caso: Elizett C. Abreu
A. y otros vs. Instituto de Tecnología de Maracaibo), en Revista de Derecho Público, núm. 83,
EJV, Caracas 2000, pp. 357 ss.

20 Caso: Glenda López y otros vs IVSS , Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-
88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 453 y ss.
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ticular situación jurídica que ostentan y que les ha sido vulnerada de for-
ma específica, en el segundo supuesto». Es decir, conforme a la doctrina
de la Sala, «una de las características de algunas sentencias del ámbito
constitucional es que sus efectos se apliquen a favor de personas que no
son partes en un proceso, pero que se encuentren en idéntica situación a
las partes, por lo que requieren de la protección constitucional, así no la
hayan solicitado con motivo de un juicio determinado», agregando que:

El restablecimiento de la situación jurídica, ante la infracción
constitucional, tiene que alcanzar a todos lo que comparten tal situa-
ción y que a su vez son perjudicados por la violación, ya que lo im-
portante para el juez constitucional, no es la protección de los dere-
chos particulares, sino la enmienda de la violación constitucional, con
el fin de mantener la efectividad y supremacía constitucional; y en un
proceso que busca la idoneidad, la efectividad y la celeridad, como lo
es por excelencia el constitucional, resulta contrario a los fines cons-
titucionales, que a quienes se les infringió su situación jurídica, com-
partida con otros, víctima de igual trasgresión, no se les restablezca
la misma, por no haber accionando, y que tengan que incoar otras
acciones a los mismos fines, multiplicando innecesariamente los jui-
cios y corriendo el riesgo que se dicten sentencias contradictorias.

En estos casos, se está en presencia de efectos procesales que se
extienden a una comunidad en la misma situación jurídica, la cual es
diversa de la comunidad de derecho contemplada en el Código Civil,
pero existente con relación a las infracciones constitucionales que a
todos aquejan y que no puede sostenerse que existe con respecto a
unos (los que demandaron y obtuvieron sentencia favorable) y no con
respecto a otros, los no demandantes...

En consecuencia, acciones como las de amparo constitucional, si
son declaradas con lugar, sus efectos se hacen extensibles a todos los
que se encuentran en la misma e idéntica situación así no sean partes
en el proceso21.

C)   La revisión de las sentencias constitucionales dictadas mediante el
método difuso o en materia de amparo constitucional y los efectos
vinculantes de la interpretación de la Jurisdicción Constitucional

A los efectos de poder uniformizar los criterios jurisprudenciales esta-
blecidos por todos los tribunales en aplicación del método difuso de con-

21 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas 2001, pp. 473 y ss. Véase, además, la sentencia núm. 412 de 8 de marzo de 2002, en
Revista de Derecho Público, núm. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002,
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trol de constitucionalidad o en materia de amparo cuando se atribuye a
todos los jueces, en muchos sistemas se han establecido correcciones a los
posibles efectos dispersos de las sentencias, estableciéndose la posibilidad
de que las mismas puedan ser revisadas por el más alto Tribunal del país,
cuyas sentencias son dotadas de autoridad general.

Es el caso, por ejemplo, de los Estados Unidos a través del writ of
certiorari y la doctrina stare decisis que hace obligatorias las sentencias
de la Corte Suprema, lo que se ha establecido también en América Latina
a través de recursos extraordinarios de revisión ante las Cortes Supremas,
o de revisión obligatoria por estas o por Tribunales constitucionales de las
sentencias constitucionales dictadas por los tribunales de instancia. Es de-
cir, frente a la crítica europea al método difuso de control de constitu-
cionalidad de las leyes, que conlleva a la dispersión de las decisiones
judiciales en materia constitucional, para garantizar la posibilidad de la
uniformización de la interpretación jurisprudencial de la Constitución, los
sistemas jurídicos han establecido diversos mecanismos que permiten al
más alto tribunal del país conocer en última instancia de las sentencias en
las que se aplique dicho método.

Es el caso en Venezuela, donde la Constitución (artículo 336,10) asig-
na a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo la competencia para pre-
cisamente revisar, a su discreción, las sentencias definitivamente firmes
dictadas por los tribunales en las cuales se aplique el método difuso, o se
hayan dictado en un juicio de amparo, y hayan sido objeto de un recurso
extraordinario de revisión.

Esta competencia «extraordinaria, excepcional, restringida y discrecio-
nal» como ha sido calificada por la Sala Constitucional22, ha sido recogida
en el artículo 5, párrafo 1º,16 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo,
donde se regula como competencia excepcional para que la Sala Constitu-
cional pueda revisar, a su juicio y discreción, mediante un recurso extra-
ordinario23 que se puede ejercer contra sentencias de última instancia
dictadas por los tribunales de la República, incluidas las otras Salas del
Tribunal Supremo, en materia de amparo constitucional o dictadas en ejer-

22 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 2585 de 03-11-2003 (Caso: Tulio A.
Alvarez; revisión de sentencia), en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, EHV, Caracas,
2003, p. 541.

23 Véase, en general, JOSÉ V. HARO G., «El mecanismo extraordinario de revisión de sen-
tencias definitivamente firmes de amparo y control difuso de la constitucionalidad previsto en
el artículo 336, numeral 10 de la Constitución», en Revista de Derecho Constitucional, núm. 3
(julio-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2000, pp. 231-266; ADÁN FEBRES CORDERO,
«La revisión constitucional», en Nuevos estudios de derecho procesal, Libro Homenaje a José
Andrés Fuenmayor, vol. I, Tribunal Supremo de Justicia, Colección Libros Homenaje, núm. 8,
Caracas, 2002 pp. 489 a 508.
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cicio del método difuso de control de la constitucionalidad de las leyes.
La revisión, por tanto, es inadmisible respecto de sentencias interlocu-
torias, como son las que resuelven amparos cautelares24, excepto cuando
sean definitivamente firmes25.

Esta potestad revisora de la Sala26, es de ejercicio discrecional a los
efectos de evitar que se pueda abrir un recurso de obligatoria admisión y
decisión por la Sala, contra todas las sentencias referidas, lo cual sería
imposible de manejar por la magnitud de casos. De allí la discrecionalidad
que tiene la Sala Constitucional para escoger los casos en los cuales juzga
conveniente conocer del recurso de revisión27.

Ahora bien, ante la ausencia de legislación reguladora de la Jurisdic-
ción Constitucional, la Sala Constitucional ha construido sucesivamente,
mediante su labor interpretativa, los contornos del recurso extraordinario
de revisión y el alcance de su potestad revisora. Ya a finales de 2000,
como consecuencia de las sentencias Nos. 1, 2, 44 y 714 de ese mismo
año, la Sala resumía el conjunto de reglas o condiciones que debía pre-
sentar una sentencia para que procediera dicho recurso, así:

1º) La sentencia que se pretenda someter a revisión debe haber cum-
plido con la doble instancia, bien sea por la vía de la apelación o
de la consulta, por lo cual no debe entenderse como una nueva
instancia.

2º) La revisión constitucional se admitirá sólo a los fines de preser-
var la uniformidad de la interpretación de normas y principios
constitucionales o cuando exista una deliberada violación de pre-

24 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 218 de 29-10-2003 (Caso: Tulio A.
Alvarez; revisión de sentencia), en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, EJV, Caracas,
2003, p. 536

25 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 442 de 23-03-2004 (Caso: Revisión de
sentencia —Ismael García—), en Revista de Derecho Público, núm. 97-98, EJV, Caracas 2004,
p. 431.

26 En cierta forma, el recurso es similar al denominado writ of cerciorari del sistema
norteamericano. Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Judicial Review in Comparative Law,
op. cit., p. 141. Véase los comentarios de JESÚS MARÍA CASAL, Constitución y Justicia Cons-
titucional, Caracas, 2000, p. 92.

27 En definitiva, como lo ha señalado la Sala Constitucional en su sentencia núm. 727 de
8 de abril de 2003, la norma constitucional: «[n]o dispone, de manera alguna, la creación de
una tercera instancia en los procesos cuyas decisiones son sometidas a revisión. El precepto
constitucional que se refirió lo que incorpora es una potestad estrictamente excepcional y fa-
cultativa para la Sala Constitucional que, como tal, debe ejercerse con la máxima prudencia en
cuanto a la admisión y procedencia de recursos de revisión de sentencias definitivamente fir-
mes». Caso: Revisión de la sentencia dictada por la Sala Electoral en fecha 21 de noviembre
de 2002), en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 2003.
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ceptos de ese rango, lo cual será analizado por la Sala Constitu-
cional, siendo siempre facultativo de ésta su procedencia.

3º) Como corolario de lo anterior, a diferencia de la consulta, el re-
curso de revisión constitucional no procede ipso iure, ya que éste
depende de la iniciativa de un particular, y no de la del juez que
dictó la decisión, a menos que la propia Sala Constitucional de
oficio así lo acuerde, tomando en cuenta siempre la finalidad del
recurso28 .

Sin embargo, la Sala Constitucional fue expandiendo su potestad revi-
sora29, incluyendo otras sentencias distintas a las dictadas en materia de
control difuso o de amparo30, y además las sentencias dictadas por las otras
Salas del Tribunal Supremo de Justicia, lo que fue recogida por la Ley
Orgánica del Tribunal Supremo de 2004 (artículo 5º, párrafo 4º)31.

Sin embargo, en relación con las sentencias de instancia, luego de toda
la evolución jurisprudencial antes indicada, al sancionarse la Ley Orgáni-
ca del Tribunal Supremo de Justicia en 2004, el artículo 5, párrafo 1º,16,
la Asamblea Nacional redujo la competencia de la Sala Constitucional,
conforme a la Constitución, sólo para «revisar las sentencias de definiti-
vamente firmes de amparo constitucional y control difuso de control de la
constitucionalidad de las leyes o normas jurídicas, dictadas por los demás
tribunales de la República». Frente a esta limitación del legislador, la re-
acción de la Sala Constitucional no se hizo esperar, y mediante sentencia

28 Véase sentencia de 02-11-2000 (Caso: Roderick A. Muñoz P. vs. Juzgado de los Muni-
cipios Carache, Candelaria y José Felipe Márquez Cañizales de la Circunscripción Judicial del
Estado Trujillo) en Revista de Derecho Público, núm. 84 (octubre-diciembre), Editorial Jurídi-
ca Venezolana, Caracas, 2000, p. 367.

29 En sentencia de la Sala Constitucional núm. 899 de 31-5-2002, la Sala se había arroga-
do la competencia para de oficio dejar sin efecto dediciones judiciales que considerase quebran-
taban preceptos constitucionales. Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, Editorial
Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 393-394.

30 Mediante sentencia núm. 93 de 6 de febrero de 2001 (Caso: Olimpia Tours and Travel
vs. Corporación de Turismo de Venezuela), la Sala comenzó a ampliar su propia competencia
revisora, agregando como objeto de revisión otras sentencias dictadas por las Salas del Tribu-
nal Supremo u otros tribunales, distintas a las dictadas en materia de amparo o de control difu-
so de constitucionalidad. Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica
Venezolana, Caracas, 2001, pp. 414-415; sentencia núm. 727 de 8 de abril de 2003, Caso: Re-
visión de la sentencia dictada por la Sala Electoral en fecha 21 de noviembre de 2002, en
Revista de Derecho Público, núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003

31 En estos casos, ha resuelto la Sala, que la competencia de revisión debe entenderse que
no es respecto de cualquier tipo de sentencia, sino que debe tratarse de un fallo que decida
sobre el fondo de lo debatido. Véase sentencia núm. 2235 de 22-9-2004 (Caso: Miguel A. Ca-
rico M. vs. Decisión Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia), en Revista de
Derecho Público, núm. 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, p. 325.
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No. 1922 de 3 de septiembre de 2004 (Caso: Jorge L. Rodríguez vs. Deci-
sión Juzgado Accidental Superior Agrario del Estado Aragua, Carabobo
y Cojedes) indicó que ello generaba «un cambio respecto a los supuestos
de procedencia para la revisión constitucional, establecidos —con carácter
vinculante a falta de regulación legal— por la Sala en sentencia dictada el
6 de febrero de 2001 (caso Corpoturismo)», desconociendo la norma legal
y ratificando la creación jurisprudencial32.

La Sala Constitucional, además, para ejercer el control de constitucio-
nalidad respecto de cualquier sentencia, se auto-atribuyó poderes de con-
trol de oficio, rompiendo el principio dispositivo33, que incluso resolvió
que puede ejercer mediante la institución del avocamiento, que la Sala
misma creó antes de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de 2004, y
que le permite avocarse al conocimiento de cualquier causa, que curse en
cualquier tribunal34; doctrina que fue recogida por la Ley Orgánica de 2004
(Artículo 18, párrafo 11º). Dada las repercusiones de esta atribución gene-
ralizada, la propia Ley Orgánica dispuso que «esta atribución deberá ser
ejercida con suma prudencia y sólo en caso grave, o de escandalosas vio-
laciones al ordenamiento jurídico que perjudique ostensiblemente la ima-
gen del Poder Judicial, la paz pública, la decencia o la institucionalidad
democrática venezolana, y se hayan desatendido o mal tramitado los re-
cursos ordinarios o extraordinarios que los interesados hubieren ejercido»
(Artículo 18, párrafo 12º).

La sentencia de la Sala Constitucional cuando decido un recurso de
revisión constitucional, tiene en todo caso la autoridad derivada de ser
emitida por la Jurisdicción Constitucional, pero además puede tener expre-
samente efectos vinculantes si así lo decide la Sala conforme a lo que dis-
pone el artículo 335 de la Constitución, tal como se señala más adelante.

32 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2004, p. 381. En sentido similar véase la sentencia de la Sala Constitucional núm. 1573
de 12-7-2005 (Caso: Carbonell Thielsen, C.A. vs. Revisión de sentencia de la Sala de Casa-
ción Civil del Tribunal Supremo de Justicia), en Revista de Derecho Público, núm. 103, EJV,
Caracas, 2005, pp. 238 ss.

33 Véase sentencia núm. 331 de 13 de marzo de 2001 (Caso: Henrique Capriles R. vs. Co-
misión Nacional de Casinos, Salas de Bingo y Máquinas Traganíqueles), en Revista de Dere-
cho Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 391.

34 Véase sentencia núm. 456 de 15 de marzo de 2002 (Caso: Arelys J. Rodríguez vs. Re-
gistrador Subalterno de Registro Público, Municipio Pedro Zaraza, Estado Carabobno), en
Revista de Derecho Público, núm. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002. Véase
además, sentencia núm. 806 de 24 de abril de 2002 (Caso: Sindicato Profesional de Trabaja-
dores al Servicio de la Industria Cementera), en Revista de Derecho Público, núm. 89-92,
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 179 y ss
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2. LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES DICTADAS POR

LA SALA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL SUPREMO COMO JURISDIC-
CION CONSTITUCIONAL

La Jurisdicción Constitucional en Venezuela, que se ejerce en exclusi-
va por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (artícu-
lo 266,1 de la Constitución), tiene a su cargo el ejercicio del control de la
constitucionalidad de las leyes y demás actos estatales de igual rango y
valor y de los dictados en ejecución directa e inmediata de la Consti-
tución.

La sentencias constitucionales que dicta pueden consistir en la inter-
pretación de la norma impugnada acorde con la Constitución, con base en
el principio favor constitutione35; en la declaración de la nulidad total o
parcial del acto impugnado o en la declaración de improcedencia de la
acción o recurso, no pudiendo contener decisiones de condena por daños
y perjuicios36. En estos casos, el carácter de la decisión es mero declarati-
vo, por lo que no tiene vías de ejecución coactiva37.

La sentencias constitucionales dictadas por la Jurisdicción Constitucio-
nal, por otra parte, se emiten en varios procesos y procedimientos consti-
tucionales, todos destinados a garantizar la supremacía de la constitución
y el control de constitucionalidad de los actos estatales, sea que resuelvan
los juicios iniciados mediante el ejercicio de la acción popular de incons-
titucionalidad, o en los casos de control de la constitucionalidad preventi-
va de los tratados y leyes sancionadas antes de su promulgación; de con-
trol de la constitucionalidad de la omisión del Legislador; de los procesos
de resolución de controversias constitucionales entre los órganos del Esta-
do; de procesos de interpretación abstracta de la Constitución; y de con-
trol de constitucionalidad obligatorio de las leyes orgánicas y de los de-
cretos leyes de los estados de excepción. Además, están las sentencias

35 Véase la sentencia núm. 2855 de 20-11-2002 (Caso: Impugnación de varios artículos
del Decreto con Fuerza de Ley de Tierras y Desarrollo Agrario), en Revista de Derecho Pú-
blico, núm. 89-92, EJV, Caracas, 2002, p. 376. Véase, además, sentencias núm. 899 de 20-5-
2005 (Caso: Impugnación del Plan Especial «Centro Cívico de Chacao» y la Ordenanza de
Zonificación del Centro Cívico de Chacao del Municipio Chacao del Estado Miranda), en Re-
vista de Derecho Público, núm. 102, EJV, Caracas, 2005, p. 154; y núm. 934 de 9-5-2006
(Caso: Impugnación del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Electoral), en Revista de
Derecho Público, núm. 106, EJV, Caracas, 2006, p. 68.

36 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 302 de 16-3-2005 (Caso: Impugnación
de la Ordenanza Electoral de Justicia de Paz del Municipio Autónomo Baruta del Estado Mi-
randa), en Revista de Derecho Público, núm. 101, EJV, Caracas, 2005, p. 206.

37 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 6-2-64 en Gaceta Forense, núm. 43, 1964, pp. 162 y 163.
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dictadas por la Jurisdicción Constitucional al decidir los recursos extraor-
dinarios de revisión de las sentencias dictadas por los tribunales aplicando
el método difuso o en materia de amparo, a la que ya nos hemos referido.

A) Los efectos de las sentencias constitucionales que resuelven los pro-
cesos de inconstitucionalidad de las leyes iniciados mediante acción
popular

Uno de los rasgos más característicos de la Jurisdicción Constitucional
en Venezuela, es la existencia de la acción popular de inconstitucionalidad
de las leyes, mediante la cual cualquier ciudadano con el simple interés
en la legalidad, puede iniciar el proceso de inconstitucionalidad de las le-
yes y demás actos con rango y valor de ley o dictados en ejecución direc-
ta e inmediata de la Constitución, ante la sala Constitucional del Tribunal
Supremo.

En efecto, de acuerdo con el artículo 334 de la Constitución, y con-
forme a una tradición que se remonta a 185838, el artículo 21, párrafo 9º
de la Ley Orgánica de 2004 ha establecido que la legitimación activa para
ejercer la acción de inconstitucionalidad, corresponde a:

Toda persona natural o jurídica, que sea afectada en sus derechos
o intereses por una ley, ... ordenanza, ... emanado de alguno de los
órganos del Poder Público Nacional, Estadal o Municipal.

Conforme a esta norma, por tanto, todo habitante del país con plena
capacidad jurídica puede intentar el recurso de inconstitucionalidad contra
las leyes, sin distingo alguno, sean emanadas de la Asamblea Nacional, de
los Consejos Legislativos de los Estados de la federación o de los Conce-
jos Municipales (Ordenanzas). Por tanto, a nivel nacional, la acción popu-
lar procede incluso contra las leyes aprobatorias de tratados39. La Ley Or-
gánica acoge, por tanto, la doctrina de la acción popular en cuanto a que
legitima para intentar el recurso no sólo a los ciudadanos sino a «toda
persona natural o jurídica»40.

38 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones
Políticas y Constitucionales, op. cit., pp. 131 y ss.

39 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, «El control de la constitucionalidad de las leyes
aprobatorias de Tratados Internacionales y la cuestión constitucional de la integración latinoa-
mericana», Revista de Derecho Público, núm. 44, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1990,
pp. 225 a 229.

40 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones
Políticas y Constitucionales, op. cit., pp. 144 y ss.
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a) Efectos de las sentencias declarativas de la improcedencia de la ac-
ción

En el caso de que la sentencia sea declarativa de la improcedencia de
la acción popular de inconstitucionalidad y, por tanto, de los vicios de
inconstitucionalidad denunciados, la decisión tiene, sin duda, efectos erga
omnes en relación a la constitucionalidad de la Ley, al menos en cuanto a
los artículos impugnados y a los vicios denunciados. En relación a éstos,
la decisión tiene el valor de cosa juzgada, los cuales por supuesto no se
extienden a otros actos legislativos similares que puedan ser impugnados,
por los mismos vicios»41. Es decir, los efectos de cosa juzgada de la deci-
sión del Tribunal Supremo concerniente a la constitucionalidad de las le-
yes, sea cuando la ley es anulada o cuando la acción popular es declarada
sin lugar, sólo se refieren a la particular y específica ley impugnada ante
la Sala Constitucional, y no pueden extenderse respecto de otros actos
legislativos.

Por tanto, en caso de una decisión de la Sala Constitucional declaran-
do sin lugar una acción popular contra una ley, y en consecuencia, esti-
mando su constitucionalidad, tiene efectos erga omnes y valor de cosa
juzgada en el sentido de que la constitucionalidad de esa Ley debe ser
admitida por todos los jueces, quienes están obligados a seguir el criterio
de la Sala. Por tanto, declarada por la Sala la constitucionalidad de una
ley no podrían los jueces de instancia, conforme a los artículos 334 de la
Constitución y 20 del Código de Procedimiento Civil, inaplicarla a un caso
concreto por considerarla inconstitucional42.

b) Efectos de la sentencia declarativa de la nulidad del acto impugna-
do: valor erga omnes

Cuando la decisión de la Sala Constitucional es de declaratoria de nu-
lidad de la ley o acto impugnado, totalmente, o de los artículos del mismo
que hayan sido atacados, ello produce la cesación de los efectos del acto,
y la Sala, inclusive, puede pronunciarse sobre la nulidad de todos los ac-
tos que se realizaron con base al acto declarado nulo43.

41 Por ejemplo, la Sala de Casación Civil, entonces en una decisión de 12-12-63, en Ga-
ceta Forense, núm. 42, 1963, pp. 667 a 672.

42 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil de 11-
8-71 en Gaceta Forense, núm. 73, 1971, pp. 477 y ss. Véase, además, Doctrina Procuraduría
General de la República, 1963, Caracas, 1964, pp. 199 y ss.

43 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, de 4-4-74 en Gaceta Oficial
núm. 1.657, Extraordinaria de 7-6-74, pp. 2 y 3.
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El pronunciamiento de la Sala Constitucional tiene valor general, es
decir, erga omnes, lo que ha sido doctrina del Tribunal Supremo desde la
década de los treinta, sosteniendo que «cualquier funcionario, por elevado
que sea, o cualquiera de los otros Poderes Públicos que pretenda hacer
prevalecer su propia interpretación que la Ley, sobre la interpretación y
aplicación que de la misma haya hecho esta Corte al decidir o resolver
algo sobre el mismo asunto, usurpa atribuciones y viola la Constitución y
las leyes de la República»44.

Por su parte, la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala de Casa-
ción Civil, Mercantil y del Trabajo en sentencia de 21 de diciembre de
1963, fue precisa en este sentido:

«El control absoluto de constitucionalidad lo ejerce en primer tér-
mino la Corte Suprema de Justicia, en pleno, cuando declara la nuli-
dad total o parcial de una Ley nacional por inconstitucional. Tal de-
cisión deja sin efecto la Ley o la parte de ella que sea anulada, y tie-
ne fuerza de cosa juzgada erga omnes. Esta nulidad es pronunciada
en virtud de la llamada acción popular.

Una atribución similar, pero sólo en cuanto a leyes estadales y or-
denanzas municipales, es ejercitada por la Sala Político-Administrati-
va de este Supremo Tribunal, también por acción popular, y su decla-
ratoria produce igualmente cosa juzgada erga omnes.

Quiere esto decir que la declaratoria de constitucionalidad o in-
constitucionalidad de una Ley, por acción principal (popular) es defi-
nitiva y surte efectos contra todos, pues tal presunta Ley deja de serlo
desde el momento de ser declarada inconstitucional. Lo mismo ocu-
rre en los casos de Leyes estadales y ordenanzas municipales, cuya
inconstitucionalidad sea pronunciada»45.

c) Los efectos de la declaratoria de nulidad parcial de normas

En los casos de declaratoria de nulidad parcial de normas, la Sala
Constitucional ha desarrollado una doctrina conforme a la cual, asumien-
do poderes normativos, le ha dado efectos integradores a la decisión res-

44 Véase sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Político Administrati-
va 17-11-38, en Memoria 1939, pp. 330 a 334. En igual sentido se pronunció la antigua Corte
Federal en sentencia del 21-03-39, en Memoria 1940, p. 176); y en sentencia de 16-12-40 en
Memoria 1941, p. 311), y en sentencia del 19-06-53, en Gaceta Forense, núm. 1, 1953, pp. 77
y 78; y la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa en sentencia de 19-
11-68, en Gaceta Forense, núm. 62, 1968, pp. 106 a 113.

45 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil de 12-
12-63 en Gaceta Forense, núm. 42, pp. 667 a 672.



40

LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES EN VENEZUELA ALLAN R. BREWER-CARÍAS

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 12, Madrid (2008), págs. 19-66

pectiva de manera que la norma anulada parcialmente, con un nuevo con-
tenido, surta efectos. En tal sentido, en una aclaración de la sentencia que
declaró la nulidad parcial del artículo 197 del Código de Procedimiento
Civil sobre lapsos procesales, la Sala resolvió en estos casos de nulidad
parcial de una norma:

se debe admitir que la relación jurídica condicionada por la norma de
una u otra manera, se ve afectada con el control de constitucionalidad
ejercido, ya que la norma impugnada, a través de la declaratoria de
nulidad parcial, se ha convertido en una norma nueva y diferente de
la norma inicial, lo cual implica aceptar, que al constituirse en una
norma distinta, el operador jurídico debe plasmar en su sentencia el
alcance del nuevo dispositivo normativo, pues, se parte de que dicha
norma va integrada a un texto normativo sistemático, donde los pre-
ceptos establecidos en cada artículo, en reiteradas ocasiones guardan
relación entre sí. De allí que, la determinación del alcance de dicha
norma se hace fundamental para establecer en qué afecta la misma la
relación jurídica que condiciona, así como el esquema aplicativo del
texto normativo que integra.

Así pues, al prosperar la nulidad parcial de la norma impugnada nace
una nueva norma y para aplicar tal norma, resulta necesario e indispensa-
ble su interpretación, lo cual no es posible hacerlo sin desentrañar previa-
mente el significado de los signos en los que exteriormente se manifiesta,
obviamente, sin perder nunca de vista el todo del cual forma parte, debien-
do la Sala, en su condición de operador jurídico, imprimirle a la norma
los caracteres ideológicos que lo llevaron a determinar su nulidad parcial
en resguardo de los derechos constitucionales46.

d) La cuestión de los efectos temporales de las sentencias dictadas en
ejercicio del control concentrado de la constitucionalidad

Pero dentro de los efectos de las sentencias declaratorias de nulidad
por inconstitucionalidad, sin duda, el problema fundamental que se plan-
tea se refiere al momento en que comienzan a producirse, es decir, si el
acto declarado nulo se considera que surtió sus efectos hasta que se lo
anuló por la Sala, o al contrario, se estima como si nunca hubiera surtido
efectos. Bajo otro ángulo, la cuestión es determinar si la decisión de la

46 Véase sentencia núm. 319 de 9-3-2001 (Aclaratoria de la sentencia sobre nulidad par-
cial de los artículos 197 del Código de Procedimiento Civil y 18 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial), en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, EJV, Caracas 2001, pp. 395 ss



41

ALLAN R. BREWER-CARÍAS  LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES EN VENEZUELA

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 12, Madrid (2008), págs. 19-66

Sala comienza a surtir efectos desde el momento que se publica o sus efec-
tos se retrotraen al momento en que el acto anulado se dictó.

Ni Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 1976 ni la Ley
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2004 resolvieron expresa-
mente dichas cuestiones, sino que se limitaron a señalar que la Sala Cons-
titucional debe determinar «expresamente sus efectos en el tiempo» (ar-
tículo 5, párrafo 1º, numerales 6 y 7).

Ahora bien, existiendo en Venezuela un sistema mixto de justicia cons-
titucional, que implica el funcionamiento en paralelo, de los dos métodos
básicos de control de constitucionalidad que muestra el derecho compara-
do: por una parte el sistema difuso, que se ejerce por todos los jueces, y
por la otra el sistema concentrado que se ejerce por la Sala Constitucional
del Tribunal Supremo; (y respecto de los actos administrativos por los
órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa); no ha sido infre-
cuente la confusión sobre los efectos de las decisiones en materia de con-
trol de la constitucionalidad, lo que ha llevado en muchos casos a la apli-
cación de la doctrina de la garantía de la nulidad del acto inconstitucional,
propia del control difuso, al sistema de control concentrado, ignorando las
diferencias fundamentales entre los dos sistemas de justicia constitucio-
nal. Por ejemplo, como resulta de la sentencia de la Sala Constitucional
No. 359 de 15 de mayo de 2000:

Ahora bien, de acuerdo con lo previsto en el artículo 119 de la
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se debe determinar los
efectos en el tiempo de las decisiones anulatorias de normas. En este
sentido, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha indicado
que en tales casos, debe entenderse que produce sus efectos ex tunc,
es decir, hacia el pasado. Así, en reciente sentencia con ocasión de
decidir la solicitud de ejecución de un fallo que no había fijado los
efectos en el tiempo de una sentencia anulatoria, se indicó:

«Ha sido señalado precedentemente que la sentencia anula-
toria extinguió la norma por considerarla viciada, sin limitar, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 de 14 Ley Orgá-
nica de la Corte Suprema de Justicia, los efectos de la anulación
en el tiempo, en razón de lo cual, este efecto es ex tunc, es decir
hacia el pasado; opera desde el momento mismo en que la norma
fue dictada» (Sentencia de la Sala Político Administrativa del 11
de noviembre de 1999, caso Policarpo Rodríguez).

En el caso antes citado, si bien se dio efecto ex tunc al fallo anu-
latorio, la sentencia fijó los términos de la ejecución, es decir, los
parámetros y el tiempo mediante los cuales los afectados por la nor-
ma anulada podían ejercer sus derechos.
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En el caso de autos, esta Sala por razones de seguridad jurídica,
para evitar un desequilibrio en la estructura de la administración pú-
blica estadal y la preservación de los intereses generales, así como en
resguardo de los derechos de los beneficiados por la ley Estadal, fija
los efectos ex nunc, es decir, a partir de la publicación de este fallo
por la Secretaria de esta Sala Constitucional47.

En realidad, el principio opera en sentido inverso: en principio, por
razones de seguridad jurídica las sentencias anulatorias de leyes tienen
efectos ex nunc, y excepcionalmente, cuando la protección constitucional
de derechos así lo exija, pueden ser dotadas de efectos ex tunc.

En efecto, en la aplicación del método control concentrado de control
de constitucionalidad, la Sala Constitucional asume su rol de supremo in-
térprete48 o defensor49 de la Constitución, a la cual corresponde ser el fiel
de la balanza en la aplicación del principio de la separación de poderes50

teniendo que proclamar, al decidir la acción de inconstitucionalidad, la
«extinción jurídica» del acto recurrido o el mantenimiento del mismo con
la plenitud de sus efectos51. En cambio, cuando se aplica el método de
control difuso de la constitucionalidad de las leyes, el juez desaplica una
ley que estima inconstitucional aplicando preferentemente la Constitución,
sin afectar la validez de la ley, teniendo la decisión efectos declarativos,
que se aplican in casu et inter partes, y se extienden pro pretaerito52.

Por tanto, la «retroactividad» de la declaratoria de no aplicabilidad de
la ley, tiene sólo sentido bajo el ángulo de que el juez estima que ella
nunca ha surtido efectos, es decir, de que los efectos de la declaración de
inconstitucionalidad operan ex tunc, al ser una decisión mero declarativa
de una inconstitucionalidad o nulidad preexistente. En este sentido, por
ejemplo, la apreciación de la inconstitucionalidad de la ley ya derogada,
pero que se aplicó durante su vigencia al caso concreto que el juez está

47 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,
2000, p. 454. Véase además, sentencia núm. 816 de 26-7-00, en Revista de Derecho Público,
núm.83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 273.

48 Lo que implica la irreversabilidad de sus decisiones. La doctrina ha sido establecida
desde hace muchos años por la propia Corte. Véase, por ejemplo, sentencia de la antigua Corte
Federal y de Casación de 17-11-38 en Memoria 1939, pp. 330 y ss.

49 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 4-3-41 en Memoria 1942, pp. 128 a 130.

50 Véase, por ejemplo, sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Político
Administrativa de 3-5-39 en Memoria, 1940, p. 217; y de 17-4-41 en Memoria, 1942, pp. 182
y ss.

51 Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 20-1-66 en Gaceta Forense, núm. 51, 1968, p. 13.

52 Véase A. y S. TUNC, Le Système Constitutionnel des États Unis d’Amerique, París,
1954, volumen II, pp. 294 y 295.
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conociendo, tiene justificación, pues la declaratoria de inaplicabilidad de
la ley, al ignorar su existencia, tiene sentido para el proceso, aun cuando
la ley esté derogada en el momento de la decisión. Por ello, como la
decisión judicial que se pronuncia en el control difuso de la constitucio-
nalidad de las leyes tiene «efectos retroactivos», evidentemente que pue-
den referirse a las leyes derogadas, respecto de los efectos que pudo pro-
ducir durante su vigencia53.

En esos casos, el juez no anula la ley al ejercer el control difuso, sino
que sólo declara o constata una inconstitucionalidad preexistente, por lo
que ignora la existencia de la ley (la considera inexistente) y no la aplica
al caso concreto cuyo conocimiento jurisdiccional le corresponde.

Esos efectos, en todo caso, son completamente diferentes a los efectos
que produce el ejercicio del control concentrado de la constitucionalidad
cuando la Sala Constitucional anula una ley por inconstitucionalidad. En
estos casos, cuando la Sala, como Jurisdicción Constitucional, ejerce sus
atribuciones previstas en el artículo 336 de la Constitución, «declara la
nulidad» de la ley, es decir, anula la ley, la cual hasta el momento en que
se publique la sentencia de la Sala, es válida y eficaz, surtiendo todos los
efectos no obstante su inconstitucionalidad. La decisión, por tanto, carece
de eficacia retroactiva, la misma tiene efectos ex nunc o pro futuros54; y
esto en virtud de la presunción de constitucionalidad que las leyes tienen55,
equivalente, mutatis mutandis, a la presunción de la legalidad que acom-
paña a los actos administrativos56.

Ninguno de los sistemas concentrados del control de la constitucio-
nalidad de las leyes que se conocen en el derecho comparado, atribuye
efectos hacia el pasado, es decir, ex tunc, pro pretaerito a todas las sen-
tencias declaratorias de nulidad por inconstitucionalidad, las cuales no son
mero declarativas, ni tienen efecto retroactivos, sino que son sólo consti-
tutivas; y en los sistemas italianos y alemán, éstos posibles efectos hacia
el pasado son restringidos fundamentalmente al ámbito penal57. Y la solu-

53 Véase J. G. ANDUEZA, La jurisdicción constitucional en el derecho venezolano, Cara-
cas, 1955, pp. 56-57.

54 Véase, por ejemplo, sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Político
Administrativa 17-11-38 en Memoria 1939, pp. 330 a 334; sentencia de la CF de 19-6-53 en
Gaceta Forense, núm. 1, 1953, pp. 77 y ss.; y sentencia de la antigua Corte Suprema de Justi-
cia, Sala Plena de 29-4-65 publicada por la Imprenta Nacional, 1965, pp. 113 y 116. Cfr. Doc-
trina Procuraduría General de la República, 1963, Caracas, 1964, pp. 199 a 201.

55 Véase J. G. ANDUEZA, La jurisdicción constitucional..., op. cit., p. 90.
56 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Admi-

nistrativo y Jurisprudencia Venezolana, Caracas, 1964, p. 31.
57 Tal es el supuesta por ejemplo, de la Ley Constitucional italiana de 11 de marzo de

1953, que establece las normas complementarias de la Constitución en lo concerniente a la
Corte Constitucional, cuyo artículo 30 expresa: «Las normas declaradas inconstitucionales no
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ción de estas dos legislaciones—la italiana y la alemana— es lógica, pues
si bien sería monstruoso, por las repercusiones que tendría sobre la segu-
ridad jurídica, pretender que las sentencias declaratorias de la nulidad por
inconstitucionalidad de una ley tengan efectos mero declarativos, y que,
por tanto, se tuvieran como nunca dictados o cumplidos los actos realiza-
dos antes de que la ley fuera declarada nula, asimismo podría resultar in-
justo que en los casos penales, las sentencias adoptadas conforme a una
ley declarada posteriormente nula, no fueran afectados por la anulación por
inconstitucionalidad. De ahí la excepción respecto de los casos penales que
la legislación italiana y alemana establece para el principio de que los
efectos de las sentencias declaratorias de nulidad por inconstitucionalidad
sólo se producen hacia el futuro. Es más, la misma situación pragmática
del conflicto que puede surgir entre la seguridad jurídica y las sentencias
penales, ha llevado a la jurisprudencia norteamericana a establecer excep-
ciones al principio contrario. En Estados Unidos, el control constitucional
es de carácter difuso, siendo los efectos de las sentencias declaratorias de
inconstitucionalidad de carácter retroactivo, por ser mero declarativas. En
principio, el ámbito de dichas sentencias es inter partes, pero que en vir-
tud de la técnica de los precedentes, y de la regla stare decisis las mismas
adquieren carácter general obligatorio. Sin embargo, a pesar de ello, la
jurisprudencia ha extendido el carácter retroactivo sólo a los casos pena-
les, respetando, al contrario, los efectos cumplidos en materias civiles, y
administrativas en base a una ley declarada inconstitucional58.

Ahora bien, siendo el control de la constitucionalidad de las leyes atri-
buido por la Constitución a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo
un control similar a los concentrados que muestra el derecho comparado,
es evidente que los efectos de la declaratoria de nulidad por inconstitucio-
nalidad de una ley, en ausencia de norma expresa constitucional o legal

pueden ser aplicadas a partir del día siguiente a la publicación de la decisión. Cuando, en apli-
cación de la norma declarada inconstitucional haya sido pronunciada una sentencia irrevocable,
cesará su ejecución y todos los efectos penales» (véase F. RUBIO LLORENTE, La Corte Consti-
tucional Italiana, Cuadernos del Instituto de Estudios Políticos, núm. 8, UCV, Caracas, 1966,
p. 53). Asimismo la Ley del Tribunal Constitucional Federal Alemán de 12 de marzo de 1951,
establece que «permanecen inmutables las resoluciones firmes, apoyadas en una norma decla-
rada nula» por el Tribunal Constitucional Federal, aun cuando «es admisible la revisión del
procedimiento según los preceptos de la Ley de Procedimiento Penal, contra una sentencia
penal formal apoyada» sobre la misma norma declarada nula (véase art. 79 en F. RUBIO

LLORENTE, «El Tribunal Constitucional Alemán», Revista de la Facultad de Derecho, UCV,
núm. 18, Caracas, 1959, p. 154).

58 Véase J. A. C. GRANT, «The legal effect of a rulling that a statute is inconstitucional»,
Detroit College of Law Review, 1978, pp. 207-237. Cfr. M. CAPPELLETTI, «El control jurisdic-
cional de la constitucionalidad de las leyes en el derecho comparado», Revista de la Facultad
de Derecho, 65, México, 1966, pp. 63-64.
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alguna, sólo pueden ser erga omnes pero hacia el futuro; es decir, las sen-
tencias son en principio constitutivas, pro futuro y sus efectos ex nunc no
pueden extenderse hacia el pasado (no pueden ser retroactivas). Puede de-
cirse que este ha sido el criterio no sólo seguido en el pasado por la doc-
trina venezolana59, sino por la jurisprudencia de la antigua Corte Suprema
de Justicia, aun cuando en uno que en otro caso, la antigua Corte en Sala
de Casación Civil60, como ahora la Sala Constitucional, no han sido con-
secuentes.

En efecto, las antiguas Cortes Suprema61 y la antigua Corte Suprema
en Sala Político-Administrativa62, sostuvieron el carácter constitutivo de los
efectos de las sentencias en materia de control de la constitucionalidad;
criterio que sin embargo fue contradicho por algunas sentencias de la an-
tigua Sala de Casación Civil de la Corte Suprema63.

En todo caso, el carácter constitutivo de los efectos de las decisiones
de la Sala Constitucional declaratorias de nulidad por inconstitucionalidad
de las leyes, es congruente con las decisiones respecto de las solicitudes
de nulidad por inconstitucionalidad de leyes ya derogadas, lo que en ge-
neral se ha rechazado64, precisamente por considerarse que dichas senten-
cias no tiene efectos retroactivos65.

En todo caso, en el centro de la cuestión a partir de 1976 estaba el
artículo 131 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, que era
igual al actual artículo 5, párrafo 1º, numerales 6 y 7 de la ley Orgánica
del Tribunal Supremo de Justicia, el cual atribuye, a la Sala Constitucio-
nal la obligación de establecer los efectos de sus decisiones en el tiempo,
con lo que a pesar de que en principio, los efectos de sus decisiones de-
claratorias de nulidad por inconstitucionalidad deben seguir siendo, como

59 Véase, JOSÉ G. ANDUEZA, La Jurisdicción Constitucional en el Derecho Venezolano,
op. cit. En contra HUMBERTO J. LA ROCHE, El control Jurisdiccional en Venezuela y Estados
Unidos, Maracaibo, 1972, p. 153.

60 Véase en Gaceta Forense, núm. 101, año 1978, pp. 591-592.
61 Véase sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación de 20-12-40, cit. por J. G.

ANDUEZA, La jurisdicción constitucional..., op. cit., p. 90; de 17-11-38, Memoria 1939, p. 330;
de 21-3-39, en Memoria 1940, p. 176; y de 16-12-40 en Memoria 1941, p. 311; y de la antigua
Corte Federal de 19-6-53, en Gaceta Forense, núm. 1, 1953, pp. 77 y 78. Véase además, la
sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Político Administrativa 27-2-40 en
Memoria 1941, p. 20.

62 Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa
de 20-1-66 en Gaceta Forense, núm. 51, 1966, p. 13; de 15-2-67 en Gaceta Forense, núm. 55,
1967, p. 70; y de 18-11-65 en Gaceta Forense, núm. 50, 1967, p. 111.

63 Véase en Gaceta Forense, núm. 101, año 1978, pp. 591-592.
64 Véase sentencias de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Plena 21-12-49, en

Gaceta Forense, núm. 1, 1949, p. 15; y de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político
Administrativa de 20-1-66, en Gaceta Forense, núm. 51, 1968, pp. 13 y 14.

65 Véase J. G. ANDUEZA, La jurisdicción constitucional..., op. cit., pp. 56 y 57.
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en todos los sistemas concentrados de justicia constitucional, de carácter
constitutivo, y de efectos pro futuro, ex nunc66, la Sala puede corregir los
efectos desfavorables que la rigidez de este principio pueda provocar, par-
ticularmente en el campo de los derechos y garantías constitucionales, y
atribuirle a sus sentencias efectos retroactivos, pro pretaerito, ex tunc.

Por supuesto, incluso en estos casos relativos a los derechos y garan-
tías constitucionales en nuestro criterio el problema de la rigidez del prin-
cipio de los efectos ex nunc, pro futuro de la sentencia anulatoria de una
ley, y que podría significar que la Ley violatoria de una garantía constitu-
cional, a pesar de su declaratoria de nulidad, pudo producir efectos hasta
que se produjo esa declaratoria, queda resuelto, pues es la propia Consti-
tución la que establece una garantía contra esa situación, al declarar la
nulidad absoluta de los «actos del Poder Público» —incluso las leyes—
que lesionen los derechos y garantías constitucionales (artículo 25).

Por tanto, la nulidad absoluta de ciertos actos expresamente estableci-
dos en la Constitución, es lo que permite que ciertas sentencias de la Cor-
te declaratorias de nulidad de una ley, tengan efecto retroactivo, hacia el
pasado, y se las considere como de carácter declarativo, ex tunc. En decir,
y a pesar del poder que tiene la propia Sala Constitucional para determi-
nar los efectos de sus decisiones en el tiempo, en el ordenamiento consti-
tucional venezolano sólo puede llegarse a admitir que las sentencias de la
misma, declaratorias de nulidad de una ley, tienen siempre la categoría de
sentencias declarativas, produciendo efectos hacia el pasado, en los casos
en que la propia Constitución califica a una ley o acto estatal como nulo
o ineficaz, supuesto que sólo se regula en los artículos 25 y 138 de la
Constitución. En efecto, el artículo 25 de la Constitución contiene la pri-
mera de las normas que declara per se, la nulidad absoluta de «todo acto
dictado en ejercicio del Poder Público», en los cuales se incluyen las le-
yes, cuando «viole o menoscabe los derechos garantizados por esta Cons-
titución y la ley».

Conforme a esta primera excepción expresa, una ley que, por ejemplo,
establezca una discriminación fundada en «la raza, el sexo, el credo o la
condición social», viola expresamente el derecho a la igualdad garantiza-
do en el artículo 21 de la Constitución, o una ley que por ejemplo, regule
«penas infamantes o perpetuas» viola abiertamente el artículo 44,3º de la
Constitución. Ahora bien, conforme al texto constitucional del artículo 25,
esas leyes serían «nulas», con vicio de nulidad absoluta, no pudiendo pro-

66 Por ejemplo en sentencia de antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político-Adminis-
trativa de 23-2-84, al declarar la nulidad por inconstitucional del acto de instalación de una
Asamblea Legislativa, la Corte dispuso expresamente que «la presente decisión no tendrá efec-
to retroactivo alguno en relación con las actuaciones cumplidas por la Asamblea Legislativa»
(Consultada en original).
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ducir ningún efecto jurídico e inclusive no debiendo ser aplicadas por au-
toridad alguna, so pena de incurrir en responsabilidad. En estos casos, la
decisión de la Sala Constitucional al declarar la nulidad por inconstitu-
cionalidad de la ley no podría tener otro carácter que el mero declarativo,
en virtud del texto expreso de la Constitución. Se trata, en efecto, de la
constatación de una nulidad ya establecida en la Constitución, extinguién-
dose la ley hacia el futuro y hacia el pasado, en el sentido que en virtud
de la propia declaratoria de la ley como «nula» por la Constitución, se
considera que ella nunca pudo surtir efectos. Por tanto, en los supuestos
en que están en juego los derechos garantizados por la Constitución y que
son los que regula el artículo 25 de dicho texto, la sentencia declaratoria
de nulidad de la ley inconstitucional, no podría tener efectos constitutivos,
ni en consecuencia, podría dejar incólumes los efectos producidos por una
ley inconstitucional con anterioridad a la declaratoria de nulidad por la
Sala.

El segundo caso de regulación expresa de la excepción al principio del
efecto constitutivo de las sentencias de la Corte Suprema declaratoria de
nulidad por inconstitucionalidad de las leyes, está contenido en el artículo
138 de la Constitución que establece, que «toda autoridad usurpada es in-
eficaz, y sus actos son nulos»; y por usurpación de autoridad hay que
entender «el vicio que acompaña a todo acto dictado por una persona des-
provista totalmente de autoridad»67, es decir, «el usurpador es aquel que
la ejerce y realiza sin ningún tipo de investidura, ni regular ni prescrita.
El concepto de usurpación, en este caso, emerge cuando una persona que
no tiene auctoritas actúa como autoridad»68, en el sentido del término «au-
toridad», que emplea la Constitución (Artículos 138 y 350). De allí que,
como dice la Constitución, la autoridad usurpada sea ineficaz y sus actos
sean nulos. Este segundo caso de texto expreso de la Constitución que
declara como «nulo», con vicio de nulidad absoluta e «ineficaz», un acto
estatal, implica que la sentencia que declare la nulidad por inconstitucio-
nalidad, por ejemplo, de una «ley dictada por un gobierno que se organice
por la fuerza, sólo puede tener efectos declarativos de una nulidad ya es-
tablecida expresamente en la propia Constitución.

Pero, insistimos, aparte de estas dos previsiones expresas de la Cons-
titución mediante la cuales el mismo texto constitucional declara la nu-
lidad absoluta de una ley, lo cual produce, como consecuencia, que la
sentencia de la Sala Constitucional declaratoria de la nulidad por incons-
titucionalidad tenga meros efectos declarativos; sólo podrían admitirse

67 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Admi-
nistrativo y la Jurisprudencia Venezolana, Caracas, 1964, p. 62.

68 Idem, p. 59.
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como excepción al principio adoptado por nuestro sistema constitucional,
de los efectos constitutivos de las sentencias de la Sala declaratorias de la
nulidad por inconstitucionalidad de las leyes que se estiman, como princi-
pio general, viciadas de nulidad relativa (anulabilidad), en aquellos casos
en los cuales la misma Sala, en forma expresa en su sentencia, establezca
la nulidad absoluta, lo cual podría producirse conforme al artículo 5, pá-
rrafo 1º, numerales 6 y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de
Justicia, por ejemplo, en algunos supuestos de usurpación de funciones,
concepto constitucional enteramente distinto al señalado de usurpación de
autoridad69 o en otros que determine expresamente70. Sin embargo, si la
Sala no califica expresamente en su decisión a una ley que declara nula
como viciada de nulidad absoluta, retrotrayendo los efectos de la nulidad
hacia el pasado, se tiene como vigente el principio general señalado de la
nulidad relativa.

De acuerdo con lo anteriormente señalado, por tanto, puede concluirse
que, como principio general, toda sentencia declaratoria de nulidad por
inconstitucionalidad de una ley dictada por la Sala Constitucional confor-
me al artículo 336 de la Constitución, tiene efectos erga omnes, y el
carácter de una sentencia constitutiva, de nulidad relativa, con efectos ex-
nunc, pro futuro salvo que el propio texto de la sentencia declare la nuli-
dad absoluta de la ley o ésta se pronuncie en virtud de lo previsto en los
artículos 25 y 138 de la Constitución, en cuyo caso, tendría carácter de-
clarativo.

Sin embargo, inclusive en estos casos, esta retroactividad de la senten-
cia no sería absoluta, sino que en realidad implicaría que todas las situa-
ciones particulares nacidas de la aplicación de la ley declarada nula serían
susceptibles de impugnación, por lo que en muchos supuestos podría sos-
tenerse que permanecían incólumes las situaciones jurídicas respecto de
cuya impugnación se hayan consumado los lapsos de caducidad o prescrip-
ción de las acciones correspondientes.

69 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Las Instituciones Fundamentales..., cit., p. 60.
70 Véase sentencias de la antigua Corte Federal y de Casación, Sala Político Administrati-

va 28-3-41 en Memoria 1942, p. 158; y de la antigua Corte Suprema de Justicia en la Sala
Político-Administrativa de 5-12-85, al declarar la nulidad, por ilegalidad (violación de la Ley
Orgánica de Régimen Municipal) de una Ordenanza de zonificación municipal, aun cuando no
estaban en juego la violación de derechos fundamentales, la Sala dejó «expresa constancia de
que los efectos de la anulación de derechos fundamentales, de carácter absoluto, se retrotraen,
por tanto, al 12 de mayo de 1983, fecha de la entrada en vigencia de la Ordenanza impugna-
da» (Consultada en original, p. 15).
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e) Los efectos de cosa juzgada

Por último, tratándose de una actividad jurisdiccional emanada de la
Jurisdicción Constitucional (artículo 334 de la Constitución) la declarato-
ria de nulidad, así como sus alcances, como resultado de una sentencia que
produce efectos erga omnes, se convierte en cosa juzgada al respecto.

Como lo ha señalado la Sala Constitucional, la sentencia «debe ser
acatada y respetada por los órganos legislativos que dictaron la ley anula-
da total o parcialmente, o por los órganos del poder público que produje-
ron el acto, ya que la sentencia firme equivale a una ley (artículo 273 del
Código de Procedimiento Civil) y es vinculante hacia el futuro (artícu-
lo 273 del Código de Procedimiento Civil), sin que ningún juez pueda vol-
ver a sentenciar la controversia ya decidida por un fallo (artículo 272 del
Código de Procedimiento Civil), por lo que el tema juzgado en el proceso
no es objeto de nueva discusión y la colectividad en su totalidad (perso-
nas naturales y jurídicas), deben respetar la nulidad declarada sin poder
alzarse contra ella»71.

La consecuencia de ello es que entre las características de las senten-
cias definitivamente firmes dictadas por la Jurisdicción Constitucional, es
el de la presunción legal que impide, por la autoridad de la cosa juzgada,
que lo que ha sido objeto de la sentencia firme, vuelva a discutirse, o pier-
da sus efectos, por lo que éstos se mantienen en el tiempo. La consecuen-
cia de ello, es «que la nulidad declarada por inconstitucionalidad que in-
dica con precisión la disposición anulada (artículo 21 de la Ley Orgánica
del Tribunal Supremo de Justicia), invalida la ley o el acto, señalando sus
efectos ex nunc o ex tunc (artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal
Supremo de Justicia), pero siempre partiendo de la base que hacia el futu-
ro dejó de existir la ley anulada total o parcialmente, sin que ella tenga
vigencia alguna»72.

Por último, debe indicarse que precisamente por el efecto de cosa juz-
gada ha llevado a la Sala Constitucional a declarar in limine como incons-
titucional los artículos de una nueva ley, que reediten artículos preceden-
temente anulados por la Sala73.

71 Véase la sentencia de la Sala Constitucional núm. 181 de 16-2-2006, en Revista de
Derecho Público, núm. 105, EJV, Caracas, 2006, p. 220

72 Idem, p. 221.
73 Véase sentencia núm. 728 de 5-4-2006 (Caso: Impugnación del artículo 421 del Códi-

go Penal), en Revista de Derecho Público, núm. 106, EJV, Caracas, 2006, p. 214.
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B) Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los proce-
sos de control preventivo de la constitucionalidad de los Tratados y
de las leyes sancionadas no promulgadas

a) La sentencia en los casos de control preventivo de constitucionalidad
de los tratados

En el artículo 336, ordinal 5º de la Constitución de 1999 se estableció
una innovación en materia de control de constitucionalidad, al regularse la
competencia de la Sala Constitucional, en relación con los tratados inter-
nacionales, para:

5º Verificar, a solicitud del Presidente o Presidenta de la Repú-
blica o de la Asamblea Nacional, la conformidad con esta la Consti-
tución de los tratados internacionales suscritos por la República antes
de su ratificación.

Se incorporó así al sistema de justicia constitucional venezolano, un
proceso de control de constitucionalidad (que se recoge en el artículo 5,
párrafo 1º,10 de la Ley Orgánica) que tuvo su origen en los sistemas cons-
titucionales europeos, como el francés y el español, y que existe en Co-
lombia, mediante el cual se permite el control de la constitucionalidad de
un tratado internacional suscrito por la República, antes de su ratificación
y en su caso, antes de su aprobación por ley.

En estos casos, lo que el Tribunal Supremo en Sala Constitucional
debe verificar es «la conformidad con la Constitución de los tratados in-
ternacionales suscritos por la República antes de su ratificación»; es decir,
después de su suscripción por el Ejecutivo Nacional, pero antes de su ra-
tificación; teniendo la solicitud de control por objeto verificar la confor-
midad del Tratado Constitucional con la Constitución; por lo que si el tra-
tado no resulta conforme con la Constitución, el efecto de la misma es que
entonces no puede ser ratificado.

Es evidente, en todo caso, que si la Sala Constitucional considera en
su decisión que el Tratado Internacional es conforme con la Constitución,
ello produce cosa juzgada y entonces no podría posteriormente ejercerse
contra la ley aprobatoria del Tratado una acción popular de inconstitucio-
nalidad.
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b) La sentencia en los casos de control preventivo de constitucionalidad
de leyes sancionadas antes de su promulgación

Otro medio de control preventivo de la constitucionalidad de las leyes
es el previsto en el artículo 214 de la Constitución, respecto de las leyes
sancionadas por la Asamblea Nacional, que puede solicitar el Presidente
de la República, al recibir la ley sancionada para su promulgación, en el
lapso que tiene para promulgar las leyes.

Sobre este proceso constitucional, debe destacarse que también es una
innovación de la Constitución de 1999, que lo ha regulado desvinculándolo
del llamado «veto presidencial» a las leyes, que siempre implica su devo-
lución a la Asamblea Nacional. En efecto, en Venezuela se había regulado
tradicionalmente el veto presidencial a las leyes, ahora también regulado
en el artículo 214 de la Constitución, de manera que una vez que una ley
se ha sancionado, el Presidente de la Asamblea Nacional debe remitirla al
Presidente de la República para su promulgación. El Presidente, dentro del
lapso de 10 días que tiene para la promulgación, con acuerdo del Consejo
de Ministros, puede solicitar a la Asamblea Nacional, mediante exposición
razonada, que modifique alguna de las disposiciones de la ley o levante la
sanción a toda ley o parte de ella. En esos casos, la Asamblea debe deci-
dir acerca de los aspectos planteados por el Presidente por mayoría abso-
luta de los diputados presentes y le remitirá la ley para su promulgación.
En este caso, el Presidente debe proceder a promulgar la ley dentro de los
5 días siguientes a su recibo, sin poder formular nuevas observaciones ante
la Asamblea.

En la Constitución de 1961, sin embargo, se disponía que cuando el
veto presidencial se hubiese fundado en la inconstitucionalidad de la ley,
entonces, dentro del término que tenía para promulgar la ley luego de su
devolución al Congreso, el Presidente podía acudir a la Corte Suprema de
Justicia, solicitando su decisión acerca de la inconstitucionalidad de la
misma. Este sistema de control preventivo de constitucionalidad estaba li-
gado al veto presidencial y debía pasar primero por la devolución de la
ley al Congreso, con base en argumentos de inconstitucionalidad (art. 173).

En la Constitución de 1999, sin embargo, como se dijo, este sistema
se cambió radicalmente, y el artículo 214, si bien regula el veto presiden-
cial, luego, en párrafo aparte, establece que «cuando el Presidente de la
República considere que la ley o alguno de sus artículos es inconstitucio-
nal solicitará el pronunciamiento de la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia, en el lapso de diez días que tiene para promulgar la
misma».

En estos casos, el Tribunal Supremo de Justicia debe decidir en el tér-
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mino de quince días contados desde el recibo de la comunicación del Pre-
sidente de la República, y si el Tribunal negare la inconstitucionalidad
invocada o no decidiere en el lapso anterior, el Presidente o Presidenta de
la República puede promulgará la ley dentro de los cinco días siguientes a
la decisión del Tribunal o al vencimiento de dicho lapso.

Por último, debe señalarse que la competencia de la Sala Constitucio-
nal sólo se refiere al control de proyectos de leyes nacionales, por lo que
se ha declarado incompetente para conocer del proceso de inconstituciona-
lidad de leyes estadales, decidiendo además, que no pueden las Constitu-
ciones estadales establecer dicha competencia74.

C) Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los proce-
sos de control de la inconstitucionalidad de la omisión del Legislador

Otro proceso constitucional novedoso en materia de justicia constitu-
cional que establece la Constitución de 1999, es el denominado control de
la constitucionalidad de las omisiones de actuación de los órganos legisla-
tivos75. En tal sentido, el artículo 336 de la Constitución atribuyó a la Sala
Constitucional, competencia para:

7. Declarar la inconstitucionalidad de las omisiones del poder le-
gislativo municipal, estadal o nacional, cuando hayan dejado de dic-
tar las normas o medidas indispensables para garantizar el cumpli-
miento de la Constitución, o las hayan dictado en forma incompleta,
y establecer el plazo y, de ser necesario, los lineamientos de su co-
rrección.

La Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia ha reiterado esta
competencia de la Sala Constitucional, en el artículo 5, párrafo 1º, asig-
nándole potestad para:

13. Declarar la inconstitucionalidad de las omisiones del Poder
Legislativo Municipal, Estadal o Nacional cuando haya dejado de dic-

74 Véase sentencia núm. 194 de 15-2-2001 (Caso: Control preventivo de constitucionalidad
sobre el Proyecto de Ley de Reforma Parcial de la Ley Especial de Conservación, Administra-
ción y Aprovechamiento de la Vialidad del Estado Trujillo), en Revista de Derecho Público,
núm. 85-88, EJV, Caracas, 2001, pp. 416 ss.

75 Es una institución que tiene su origen en el sistema portugués, véase ALLAN R.
BREWER-CARÍAS, Judicial Review in Comparative Law, op. cit., p. 269. Véase JESÚS MARÍA

CASAL, «La protección de la Constitución frente a las omisiones legislativas», en Anuario de
Derecho Constitucional Latinoamericano, edición 2003, Konrad Adenauer Stiftung, Montevi-
deo, 2003, pp. 33 a 82.
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tar las normas o medidas indispensables para garantizar el cumpli-
miento de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela,
o las haya dictado en forma incompleta, y establecer el plazo y, de
ser necesario, los lineamientos generales esenciales para su correc-
ción, sin que ello implique usurpación de funciones de otro órgano
del Poder Público, o extralimitación de atribuciones;

La Ley Orgánica agregó, además, en el mismo artículo, la competen-
cia general de la Sala Constitucional para:

13. Declarar la inconstitucionalidad de las omisiones de cual-
quiera de los órganos que ejerzan el Poder Público de rango nacio-
nal, respecto a obligaciones o deberes establecidos directamente por
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Estas normas, sin duda, consagran una amplísima potestad de control
de las conductas omisivas del legislador atribuida a la Sala Constitucional
y que supera el inicial antecedente portugués. En efecto, en el supuesto de
la Constitución Portuguesa, la legitimación para requerir el ejercicio de
esta potestad de control de constitucionalidad la tenían el Presidente de la
República, el Ombudsman o los Presidentes de las Regiones Autónomas76;
en cambio, en el texto de la Constitución de 1999 no se establece condi-
cionamiento alguno a la legitimación, por lo que tratándose de omisiones
normativas77, el mecanismo para impulsar su control puede recibir el mis-
mo tratamiento de una acción popular, es decir, bastaría el simple interés
en la constitucionalidad para intentar la acción.

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo ha ejercicio este control
en varios supuestos. En relación con las omisiones en materia de emisión
de leyes, en sentencia No. 3118 de 6 octubre de 2003, la Sala declaró la
inconstitucionalidad de la omisión de la Asamblea Nacional en dictar la
Ley Orgánica de Régimen Municipal (Caso: Inconstitucionalidad de la
omisión de la Asamblea Nacional por no haber dictado dentro del plazo
fijado por el Constituyente de 1999 una Ley sobre Régimen Municipal),
destacando que la falta de sanción de la ley sobre régimen municipal den-
tro del plazo previsto en la Disposición Transitoria Cuarta de la Constitu-
ción constituía una violación del Texto Fundamental, a la que debía dár-

76 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, Judicial Review in Comparative Law, Cambridge
University Press, Cambridge, 1989, p. 269.

77 O como lo ha calificado la Sala Constitucional: «Silencio legislativo y el funcionamien-
to anormal legislativo», en sentencia núm. 1819 de 08-08-2000 de la Sala Político-Administra-
tiva (Caso: René Molina vs. Comisión Legislativa Nacional), en Revista de Derecho Público,
núm. 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 266.
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sele pronta terminación. En atención a ello, la Sala ordenó a la Asamblea
Nacional preparar, discutir y sancionar, dentro del plazo máximo de tres
(3) meses contados a partir de la notificación del fallo, una ley sobre régi-
men municipal que se adaptase a las previsiones del Capítulo IV del Títu-
lo IV de la Constitución y, en especial, a los principios contenidos en su
artículo 16978.

En estos casos, evidentemente, la Sala Constitucional no podría sus-
tituirse en el legislador y dictar la ley respectiva, obviando la función de
la representación popular y el procedimiento constitucional de formación
de las leyes. Sin embargo, la Sala Constitucional ha forzado su rol en la
materia y si bien ha reconocido que por la complejidad de la materia la
jurisdicción constitucional difícilmente podría suplir la omisión del Legis-
lador en su totalidad, señalando que «es constitucionalmente imposible
incluso para esta Sala, pese a su amplia competencia constitucional, trans-
formarse en legislador y proporcionar a la colectividad las normas que
exige», sin embargo ha considerado que si está facultada para proporcio-
nar soluciones a aspectos concretos, incluso por medio de la adopción de
reglas generales que ocupen temporalmente el lugar de las normas ausen-
tes, pero no para corregir por completo la inactividad del legislador y dic-
tar las normas que se requieran79.

La Sala Constitucional, por otra parte, ha conocido del recurso por
omisión de sus funciones por la Asamblea Nacional, pero no en la demora
en dictar leyes, sino en realizar nombramientos que debe hacer conforme
a la Constitución. Así ocurrió respecto del nombramiento de los miembros
(rectores) del Consejo Nacional Electoral ante la omisión de la Asamblea,
pero con la peculiaridad de que no sólo se la declaró como inconstitucio-
nal, sino que la Sala se sustituyó en el ejercicio de tal atribución. En efec-
to, mediante sentencia núm. 2073 de 4 de agosto de 2003 (Caso: Hernann
E. Escarrá Malavé; acción de inconstitucionalidad por omisión contra la
Asamblea Nacional), la Sala le fijó un lapso a la Asamblea Nacional para
hacer los nombramientos, y luego de que la designación de los titulares
del Consejo Nacional Electoral no se pudo realizar por la Asamblea
Nacional, por haber podido lograr los acuerdos políticos necesarios que
aseguraran la mayoría calificada que exige la Constitución para tales nom-
bramientos, la Sala Constitucional mediante sentencia No. 2341 de 25 de
agosto de 2003 (Caso: Hernann E. Escarrá Malavé; acción de inconstitu-
cionalidad por omisión contra la Asamblea Nacional), una vez verificado
que hasta esa fecha la Asamblea Nacional no había designado a los recto-

78 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2003, pp. 525 ss.

79 Véase sentencia núm. 1043 de 31-5-2004 (Caso: Consejo Legislativo del Estado Zulia),
en Revista de Derecho Público, núm. 97-98, EJV, Caracas, 2004, p. 408.
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res del Poder Electoral, y estando dentro del lapso que la Sala misma se
fijó para hacer la designación, procedió a hacerlo previas una serie de
consideraciones generales justificando la no sumisión a las exigencias de
la Constitución para ello80.

Partiendo de estas consideraciones, en el caso, la Sala Constitucional
no se limitó a suplir la abstención de la Asamblea Nacional nombrando a
los rectores del Consejo Nacional Electoral, obviando los procedimientos
constitucionales de postulación y de mayoría calificada de la Asamblea,
sino que extralimitándose en sus funciones y limitando injustificada e ile-
gítimamente la autonomía del Consejo Nacional Electoral como órgano
rector de dicho Poder Público, procedió a nombrar directamente a todos
los funcionarios directivos del organismo, competencia que no correspon-
día a la Asamblea Nacional (sino al propio Consejo Nacional Electoral que
estaba nombrando) y respecto de cuyo ejercicio no se había producido
omisión alguna que pudiera justificar tales nombramientos. En efecto, en
la sentencia, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder
Electoral, la Sala además de nombrar a los rectores principales y sus res-
pectivos; y además, designó al Presidente y Vicepresidente del cuerpo, lo
que correspondía al mismo; al Secretario y al Consultor Jurídico del Con-
sejo Nacional Electoral; a los integrantes de los órganos subordinados:
Junta Nacional Electoral; Comisión de Registro Civil y Electoral; Comi-
sión de Participación Política y Financiamiento; y a miembros de un Con-
sejo de Participación81.

D) Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en la resolu-
ción de las controversias constitucionales entre los órganos del poder
público

El Tribunal Supremo, en Sala Constitucional, también tiene competen-
cia, conforme al artículo 336 de la Constitución, para:

9. Dirimir las controversias constitucionales que se susciten en-
tre cualesquiera de los órganos del Poder Público.

Esta competencia de la Sala que recoge el artículo 5º, párrafo 1º,15 de
la Ley Orgánica, tiene por objeto principal dirimir las controversias cons-

80 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2003, pp. 525 ss.

81 Véase ALLAN R. BREWER-CARÍAS, «El secuestro del Poder Electoral y la confiscación del
derecho a la participación política mediante el referendo revocatorio presidencial: Venezuela
2000-2004», en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Instituto de Investigaciones Jurídicas,
Universidad Nacional Autónoma de México, núm. 112. México, enero-abril 2005 pp. 11-73.
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titucionales que se susciten entre los órganos del Poder Público, tanto en
su división horizontal como en su distribución vertical a los efectos de «la
protección de la estructura institucional del Estado y su régimen compe-
tencial, con el propósito de corregir las eventuales invasiones por parte de
algún órgano del Poder Público en la esfera de competencias de otro»82.

De lo anterior resulta que esta competencia de la Sala Constitucional,
como Jurisdicción Constitucional, tiene por objeto resolver las controver-
sias o conflictos constitucionales que se planteen entre los órganos que
ejercen el Poder Público, tanto en su distribución vertical (República, Es-
tados y Municipios), como en su división horizontal a nivel nacional (Po-
der Legislativo, Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Poder Ciudadano, Poder
Electoral) y a nivel estadal y municipal (Poder Legislativo y Poder Eje-
cutivo); y las mismas deben ser de naturaleza constitucional, es decir,
aquellas cuya decisión depende del examen, interpretación y aplicación de
normas constitucionales, tales como las que se refieren al reparto com-
petencial entre los diferentes órganos del Estado, especialmente, las que
distribuyen el poder en los niveles nacional, estadal y municipal83; enten-
diéndose por controversia, «aquella situación en la cual dos o mas perso-
nas, discuten larga y reiteradamente, contendiendo y alegando razones con-
tra el parecer de otro sobre intereses contrapuestos»84.

Es decir, se trata de la resolución de controversias sobre atribuciones
constitucionales entre los órganos que ejercen del Poder Público; que son
distintas a las controversias administrativas que se puedan suscitar entre
la República, los Estados, Municipios u otro ente público, las que compe-
te ser resueltas por la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo
de Justicia (art. 266,4), como Jurisdicción Contencioso-Administrativa85.

82 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 1937 de 15-7-2003 (Caso: Controversia
constitucional entre el Alcalde del Municipio Píritu del Estado Falcón y el Concejo Municipal
de dicha entidad político territorial), en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, EJV, Cara-
cas, 2003, pp. 529 ss.

83 Véase, por ejemplo, sentencia de la Sala Constitucional núm. 2401 de 8-10-2004 (Caso:
Gobernador del Estado Carabobo vs. Poder Ejecutivo Nacional), en Revista de Derecho Pú-
blico, núm. 99-100, EJV, Caracas, 2004, p. 317.

84 Véase sentencia de la Sala Político Administrativa núm. 1819 de 08-08-2000 (Caso:
René Molina vs. Luis Miquilena), en Revista de Derecho Público, núm. 83 (julio-septiembre),
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 267. Véase, en general, GILBERTO ALEJANDRO

GUERRERO-ROCCA, «Controversias constitucionales y conflictos de autoridad: Una necesaria
distinción», en Revista de Derecho Constitucional, núm. 7, enero-junio 2003, Editorial Sher-
wood, Caracas, 2003, pp. 137 a 159.

85 Sentencia de la Sala Político Administrativa núm. 1819 de 08-08-2000 (Caso: René Mo-
lina vs. Comisión Legislativa Nacional), en Revista de Derecho Público, núm. 83, Editorial
Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 264 y ss.
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E) Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los proce-
sos de interpretación constitucional

Debe mencionarse, además, entre las competencias de la Sala Consti-
tucional como Jurisdicción Constitucional, la atribución que tiene para
conocer de recursos abstractos de interpretación de la Constitución, los
cuales han sido creados por la propia Sala Constitucional86, mediante la in-
terpretación que le ha dado al artículo 335 de la Constitución, que atribu-
ye al Tribunal Supremo el carácter de ser «máximo y último intérprete de
la Constitución».

La Sala Constitucional, en efecto en la sentencia No. 1077 de 22 de
septiembre de 2000 (Caso: Servio Tulio León Briceño) consideró que «no
requieren los ciudadano de leyes que contemplen, en particular, el recurso
de interpretación constitucional, para interponerlo»87, procediendo a crear
un recurso autónomo de interpretación de las normas constitucionales, no
previsto constitucional ni legalmente, basándose para ello en el artículo 26
de la Constitución que consagra el derecho de acceso a la justicia, del cual
dedujo que si bien dicha acción no estaba prevista en el ordenamiento
jurídico, tampoco estaba prohibida88.

La acción de interpretación de la Constitución, como lo precisó la Sala
Constitucional, es una acción de igual naturaleza que la de interpretación
de la ley89, es decir, tiene por objeto obtener una sentencia declarativa de

86 Véase, en general, ÁNGELA FIGUERUELO, «Consideraciones en torno al recurso de in-
terpretación constitucional», en Revista de Derecho Constitucional, núm. 4 (enero-julio), Edi-
torial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 261-274; COSIMINA PELLEGRINO PACERA, «La interpreta-
ción de la Constitución de 1999 por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia:
¿Existe un recurso autónomo de interpretación constitucional? (A raíz de la sentencia de fecha
22 de septiembre de 2000)», en Libro Homenaje a Enrique Tejera París, Temas sobre la Cons-
titución de 1999, Centro de Investigaciones Jurídicas (CEIN), Caracas, 2001, pp. 291 a 332;
ARCADIO DELGADO ROSALES, «El recurso de interpretación en la Constitución de 1999» en
Revista de derecho del Tribunal Supremo de Justicia, núm. 2, Caracas, 2000, pp. 243 a 247;
MARIANELLA VILLEGAS SALAZAR, «Comentarios sobre el recurso de interpretación constitucio-
nal en la Jurisprudencia de la Sala Constitucional», Revista de Derecho Público, núm. 84 (oc-
tubre-diciembre), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 417-425.

87 Este criterio fue luego ratificado en sentencias núm. 1347 de fecha 09-11-00, en Revis-
ta de Derecho Público, núm. 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 264 ss; núm.
(núm. 1387 de 21-11-00, en Idem, pp. 275 ss, y núm. 457 de 05-04-01, entre otras.

88 Véase sentencia núm. 1077 de la Sala Constitucional de 22-09-00 (Caso: Servio Tulio
León Briceño), en Revista de Derecho Público, núm. 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,
2000, pp. 247 y ss. Véase además, la sentencia de la Sala núm. 1487 de 6-8-2004 (Caso: Interpre-
tación del artículo 72 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela), donde la
sala ha recogido los principios generales que regulan este recurso de interpretación, en Revista de
Derecho Público, núm. 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 322 ss.

89 Idem.
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mera certeza sobre el alcance y contenido de las normas constitucionales,
que no anula el acto en cuestión, pero que busca en efecto semejante, ya
que en estos casos, coincide el interés particular con el interés constitu-
cional; agregando que:

La finalidad de tal acción de interpretación constitucional sería
una declaración de certeza sobre los alcances y el contenido de una
norma constitucional, y formaría un sector de la participación ciuda-
dana, que podría hacerse incluso como paso previo a la acción de
inconstitucionalidad, ya que la interpretación constitucional podría
despejar dudas y ambigüedades sobre la supuesta colisión. Se trata de
una tutela preventiva90.

Las sentencias dictadas en este proceso constitucional sobre interpre-
tación, tienen por objeto precisar «el núcleo de los preceptos, valores o
principios constitucionales, en atención a dudas razonables respecto a su
sentido y alcance, originadas en una presunta antinomia u oscuridad en los
términos, cuya inteligencia sea pertinente aclarar por este órgano, a fin de
satisfacer la necesidad de seguridad jurídica —sin que queden excluidos
de por sí otros sentidos o alcances que la cultura política y jurídica o la
ética pública desarrollen—». De acuerdo con la doctrina de la sala Cons-
titucional, por tanto, el fin de estas sentencias:

es esclarecedor y completivo y, en este estricto sentido, judicialmente
creador; en ningún caso legislativo. Consiste primordialmente en una
mera declaración, con efectos vinculantes sobre el núcleo mínimo de
la norma estudiada o sobre su «intención» (comprensión) o extensión,
es decir, con los rasgos o propiedades que se predican de los térmi-
nos que forman el precepto y del conjunto de objetos o de dimensio-
nes de la realidad abarcadas por él, cuando resulten dudosos u obscu-
ros, respetando, a la vez, la concentración o generalidad de las nor-
mas constitucionales. Dicho carácter concentrado, que debe quedar
incólume, más que un defecto es una ventaja de las normas constitu-
cionales, es la condición de su operatividad y su adaptabilidad en el
tiempo en razón de la dialéctica social91.

Para que la Sala entre a conocer de un recurso de interpretación, por
otra parte, se requiere la existencia de un caso concreto, a los efectos de
«reservar al recurso de interpretación su verdadera justificación y evi-
tar que se convierta en un medio indiscriminado de resolución de consul-

90 Ibidem.
91 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 84 (octubre-diciembre), Editorial Jurídica

Venezolana, Caracas, 2002, p. 267.
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tas»92, correspondiendo entonces la legitimación a un recurrente que debe
tener un «interés jurídico actual, legítimo, fundado en una situación jurí-
dica concreta y específica en que se encuentra, y que requiere necesaria-
mente de la interpretación de normas constitucionales aplicables a la si-
tuación, a fin de que cese la incertidumbre que impide el desarrollo y
efectos de dicha situación jurídica»93.

En cuanto a los efectos de la sentencia dictada en el recurso de inter-
pretación, la misma tiene como objeto resolver:

Cuál es el alcance de una norma constitucional o de los princi-
pios que lo informan, cuando los mismo no surgen claros del propio
texto de la Carta Fundamental; o de explicar el contenido de una nor-
ma contradictoria, oscura o ambigua; o del reconocimiento, alcance y
contenido, de principios constitucionales94.

Por otra parte, en una sentencia núm. 1347, de 9 de septiembre de
2000, la Sala Constitucional consideró que «el recurso de interpretación
constitucional no puede sustituir los recursos procesales existentes ni tra-
ducirse en una acción de condena, ni declarativa, ni constitutiva, por lo
que si el recurrente persigue adelantar un pronunciamiento sobre un asun-
to planteado ante otro órgano jurisdiccional o pretende sustituir con esta
vía algún medio ordinario a través del cual el juez pueda aclarar la duda
planteada, el recurso deberá ser declarado inadmisible por existir otro re-
curso»95.

Por último, en sentencia núm. 1347, de fecha 09-11-2000, la Sala
Constitucional delimitó el carácter vinculante de las interpretaciones esta-
blecidas con motivo de decidir los recursos de interpretación, señalan-
do que:

Las interpretaciones de esta Sala Constitucional, en general, o las
dictadas en vía de recurso interpretativo, se entenderán vinculantes

92 Véase sentencia núm. 2651 de fecha 02-10-2003 en Revista de Derecho Público,
núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003 .

93 Véase sentencia núm. 1077 de 22-09-01, Caso: Servio Tulio León Briceño, en Revista
de Derecho Público, núm. 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 247 y ss. Adi-
cionalmente, en otra sentencia, núm. 1029 de 13-06-2001, la Sala Constitucional atemperó el
rigorismo de declarar inadmisible el recurso si no precisaba el contenido de la acción, ya que
señaló que «La solicitud deberá expresar: 1. Los datos concernientes a la identificación del
accionante y de su representante judicial; 2. Dirección, teléfono y demás elementos de ubica-
ción de los órganos involucrados; 3. Descripción narrativa del acto material y demás circuns-
tancias que motiven la acción».

94 Idem.
95 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 84 (octubre-diciembre), Editorial Jurídica

Venezolana, Caracas, 2000, p. 270.
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respecto al núcleo del caso estudiado, todo ello en un sentido de lí-
mite mínimo, y no de frontera intraspasable por una jurisprudencia de
valores oriunda de la propia Sala, de las demás Salas o del universo
de los tribunales de instancia.

F) Los efectos de las sentencias constitucionales dictadas en los procedi-
mientos de control de constitucionalidad obligatorio de leyes orgáni-
cas y decretos leyes de estados de excepción

a) El control obligatorio de constitucionalidad de ciertas leyes orgá-
nicas

Conforme al artículo 203 de la Constitución, la Sala Constitucional
debe pronunciarse sobre la constitucionalidad del carácter orgánico de las
leyes orgánicas que así hayan sido calificadas por la Asamblea Nacional,
antes de su promulgación. No se trata, por tanto, de un procedimiento de
control de constitucionalidad establecido respecto de cualquier ley orgáni-
ca, sino de sólo aquellas así calificadas por la Asamblea Nacional al ad-
mitirse el proyecto por el voto de las 2/3 partes de los integrantes presen-
tes antes de iniciarse la discusión del respectivo proyecto de ley.

Son estas últimas leyes que la Asamblea Nacional haya calificado ex-
presamente de orgánicas, las que el Presidente de la Asamblea o el Presi-
dente de la República deben remitir, automáticamente, antes de su pro-
mulgación, a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para
que ésta se pronuncie acerca de la constitucionalidad de ese carácter orgá-
nico.

En estos casos, la declaratoria de la inconstitucionalidad del carácter
orgánico de una ley, tiene por efecto que no puede promulgarse como tal
ley orgánica sino como ley ordinaria.

b) El control de constitucionalidad obligatorio de los decretos de estado
de excepción

La Constitución regula el régimen de los estados de excepción, autori-
zando al Presidente de la república para decretarlos mediante decretos le-
yes, conforme al artículo 337 de la Constitución, en caso de «circunstan-
cias de orden social, económico, político, natural o ecológico, que afecten
gravemente la seguridad de la Nación, de las instituciones y de los ciuda-
danos y ciudadanas, a cuyo respecto resultan insuficientes las facultades
de las cuales se disponen para hacer frente a tales hechos». El régimen de
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los estados de excepción ha sido regulado en la Ley Orgánica sobre Esta-
dos de Excepción de 15-08-200196.

En estos casos de estados de excepción, que conforme al artículo 338
de la Constitución, pueden ser el estado de alarma, el estado de emergen-
cia económica, el estado de conmoción interior y el estado de conmoción
exterior, el Presidente de la República, en Consejo de Ministros, puede
decretarlos, mediante actos que como lo precisa el artículo 22 de la Ley
Orgánica, tiene «rango y fuerza de Ley. En estos casos, además, conforme
se establece en el artículo 337 de la Constitución, el Presidente de la Re-
pública en Consejo de Ministros también puede restringir temporalmente
las garantías consagradas en la Constitución «Salvo las referidas a los de-
rechos a la vida, prohibición de incomunicación o tortura, el derecho al
debido proceso, el derecho a la información y los demás derechos huma-
nos intangibles»97.

De acuerdo con el artículo 339 de la Constitución, el Decreto que de-
clare el Estado de excepción debe en todo caso ser remitido por el Presi-
dente de la República a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, para
que ésta se pronuncie sobre su inconstitucionalidad. Por ello, el artículo
336 le atribuye a la Sala, competencia expresa para:

6. Revisar, en todo caso, aun de oficio, la constitucionalidad de
los decretos que declaren estados de excepción dictados por el Presi-
dente o Presidenta de la República.

Esta atribución de control de constitucionalidad obligatorio, constituye
otra novedad introducida por la Constitución de 1999, conforme al antece-
dente de Colombia (art. 241,7). En Venezuela se ha agregado, sin embar-
go, la posibilidad de ejercicio de esta atribución por la Sala, de oficio. Se
trata, en efecto, del único supuesto constitucional en el cual la Sala puede
actuar de ex officio, una vez que el Decreto se haya publicado en Gaceta
Oficial.

En ejercicio de este control, la Sala Constitucional puede pronunciarse
no sólo sobre la constitucionalidad de los decretos que declaren el estado
de excepción, sino sobre la constitucionalidad del contenido de los mis-
mos conforme a lo dispuesto en los artículos 337 y siguientes de la Cons-

96 Gaceta Oficial núm. 37261 de 15-08-2001.
97 En relación con la enumeración de las garantías constitucionales de derechos que no

pueden ser objeto de restricción, en forma alguna, conforme al artículo 337 (regulados en los
artículos 43; 43, ord. 2; 46, ord. 1; 49 y 58 de la Constitución), debe considerarse que forman
parte de «los demás derechos humanos intangibles» cuyas garantías tampoco pueden restrin-
girse, los indicados como no restringibles en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos (art. 4), y en la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 27).
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titución. En particular, la Sala debe verificar, al decretarse el estado de
excepción y restringirse alguna garantía constitucional, si el decreto con-
tiene, por ejemplo, efectivamente, la necesaria regulación sobre el ejerci-
cio del derecho cuya garantía se restringe» (art. 339).

3. LOS EFECTOS VINCULANTES DE LAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES

DICTADAS POR LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

De acuerdo con la Constitución, la interpretación constitucional que
haga la Sala Constitucional del Tribunal Supremo puede ser vinculante, a
cuyo efecto el artículo 335 de la Constitución señala que:

Las interpretaciones que establezca la Sala Constitucional sobre
el contenido o alcance de las normas constitucionales son vinculantes
para las otras Salas del Tribunal Supremo y demás tribunales de la
República.

En estos casos, los efectos de las sentencias constitucionales vincu-
lantes, es que «todos los órganos jurisdiccionales del país, están obligados
a decidir con base en el criterio interpretativo que la Sala tenga de las
normas constitucionales, pues, de no ser así, ello implicaría, además de
una violación e irrespeto a la Constitución, una distorsión a la certeza ju-
rídica y, por lo tanto, un quebrantamiento del Estado de Derecho»98.

En todo caso, en su labor de interpretar la Constitución, la Sala Cons-
titucional no puede sustituirse en el pueblo, es decir, no puede crear nue-
vas normas constitucionales no previstas en el Texto o que no resulten de
la integración de sus normas, ni puede modificarlas, estableciendo, por
ejemplo, excepciones no previstas en ellas; así como tampoco puede dic-
tar normas legales o modificar o reformar las que estén contenidas en las
leyes sancionadas por la Asamblea Nacional.

El juez constitucional nunca puede ser legislador; puede anular las le-
yes con efectos erga omnes, eliminándolas del ordenamiento jurídico, con
efecto similar a la derogación, como si fuera un «legislador negativo» (H.
Kelsen); pero nunca puede ser un «legislador positivo», que dicta normas.
De hacerlo, no sólo incurriría en usurpación de autoridad, por la usurpa-
ción de las funciones legislativas que corresponden a la Asamblea Nacio-

98 Véase sentencia de la Sala Constitucional núm. 2822 de 28-10-2003 (Caso: SHRM de
Venezuela C.A. vs Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro de Puerto Ordaz, Estado
Bolívar), en Revista de Derecho Público, núm. 93-96, EJV, Caracas 2003, p. 500; y sentencia
núm. 106 11-2-2004 (Caso: Interpretación del artículo 3 del Estatuto Electoral del Poder Pú-
blico), en Revista de Derecho Público, núm. 97-98, EJV, Caracas 2004, pp. 406 ss.
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nal, lo que haría de la sentencia un acto nulo e ineficaz (art. 138 C), sino
que violaría el principio democrático, que impone que la «ley» sólo puede
ser emanación de los órganos del Estado integrados por representantes del
pueblo, elegidos mediante votación popular. Es decir, al determinar la in-
terpretación de una norma, la Sala no puede crear nuevas normas o refor-
mar o derogar las que están expresamente en la ley.

Sin embargo, lamentablemente, la Sala Constitucional en Venezuela,
no ha seguido está lógica, y en más de una oportunidad ha legislado por
la vía de interpretar la Constitución. La propia Sala, en su sentencia núm.
33 de 25 de enero de 2001 (Caso: Revisión de la sentencia dictada por la
Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia de fecha 10 de
mayo de 2001, interpuesta por Baker Hugher S.R.L), argumentó como si-
gue sobre su carácter y naturaleza como «una instancia jurisdiccional con
una marcada especialización de tutela, tendente a asegurar la integridad,
supremacía y efectividad de la Constitución»:

Esta especialización se concreta en el ejercicio de la tutela cons-
titucional en su máxima intensidad. No precisamente al modo en que
la ejercía la Sala Plena de la entonces Corte Suprema de Justicia, la
cual estaba restringida en sus funciones de garantía constitucional
como si de un legislador negativo se tratase, es decir, la Sala Plena
actuaba como un complemento del Poder Legislativo (único ente pro-
piamente sujeto a la Constitución) en tanto se encargaba de revocar
los actos de rango y fuerza de ley que éste dictaba contraviniendo la
Constitución. Siendo que ésta no era concebida como un cuerpo jurí-
dico normativo directamente aplicable a los distintos operadores jurí-
dicos, se entendía que las interpretaciones de la Constitución que hi-
ciera la Sala Plena no tenían carácter vinculante, y su influencia esta-
ba asociada al efecto abrogatorio de los fallos de nulidad de actos con
rango o fuerza de ley. Muy por el contrario, a esta Sala Constitucio-
nal le corresponde no sólo anular actos de esa naturaleza, sino que
tiene asignada tanto la interpretación del texto constitucional, con el
fin de salvar sus dificultades o contradicciones, como hacer valer el
principio jurídico-político según el cual los derechos fundamentales
preceden y limitan axiológicamente las manifestaciones del poder.
Para ello se le ha puesto al frente del aparato jurisdiccional respecto
a su aplicación, al punto de vincular sus decisiones a las demás Salas
del Tribunal Supremo de Justicia, no sólo en gracia a su potestad
anulatoria, sino como derivación de la función antes apuntada99.

Ahora bien, conforme a la Constitución, al ejercer el control concen-
trado de la constitucionalidad de las leyes, lo que la Sala puede hacer en

99 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2001, p.401.
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relación con las normas que considere inconstitucionales es anularlas y
ello sólo cuando la Sala conoce de una acción de nulidad, pero nunca
cuando decide una acción de amparo, o revisa una sentencia de amparo, o
decide un recurso de interpretación abstracto. En los casos en los cuales
conozca de un recurso de colisión de leyes, lo que podría resolver la Sala
es declarar cual ley debe prevalecer en relación con otra, en virtud del
poder derogatorio de las leyes. En todo caso, además, puede interpretar las
normas constitucionales incluso con carácter vinculante, pero ello no la
autoriza a legislar.

Sin embargo, como antes se ha analizado al comentar los efectos de
las sentencias declaratorias de la nulidad parcial de leyes, la Sala Consti-
tucional ha pretendido configurarse como «legislador positivo» al anular
normas, tal como resulta del criterio expuesto en la sentencia núm. 319 de
9 de marzo de 2001 (Aclaratoria a la sentencia del Caso: Nulidad artícu-
los 917 del Código de Procedimiento Civil y artículo 18 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial), señalando que al declararse dicha nulidad par-
cial el resultado «se ha convertido en una norma nueva y diferente de la
norma inicial, lo cual implica aceptar, que al constituirse en una norma
distinta, el operador jurídico debe plasmar en su sentencia el alcance del
nuevo dispositivo normativo». Es decir, que «al prosperar la nulidad par-
cial de la norma impugnada nace una nueva norma y para aplicar tal nor-
ma, resulta necesario e indispensable su interpretación, lo cual no es posi-
ble hacerlo sin desentrañar previamente el significado de los signos en los
que exteriormente se manifiesta, obviamente, sin perder nunca de vista el
todo del cual forma parte, debiendo la Sala, en su condición de operador
jurídico, imprimirle a la norma los caracteres ideológicos que lo llevaron
a determinar su nulidad parcial en resguardo de los derechos constitucio-
nales100.

Pero por otra parte, debe señalarse que lo que puede ser vinculante de
una sentencia de la Sala Constitucional sólo puede ser la parte resolutiva
de la misma, en la cual la Sala fija la interpretación de una norma, y ello
debe señalarlo expresamente101. La interpretación de la norma establecida,
entonces, en la parte resolutiva de una sentencia, pasa a ser fuente del
derecho del mismo rango que el que tiene la norma que se interpreta: si
es una norma constitucional, la interpretación adquiere rango constitucio-
nal, y si es una ley la que se interpreta, adquiere rango legal. Por ello, la
Sala Constitucional no puede, ad libitum, estar modificando sus interpre-
taciones.

100 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2001, pp. 395 y 396.

101 Véase, por ejemplo, la sentencia núm. 2651 de 02-10-2003, en Revista de Derecho
Público, núm. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003.
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Por otra parte, para que se produzca la interpretación vinculante de una
norma constitucional, debe estar en juego un caso judicial relativo a la
misma, sea con motivo de una acción popular de nulidad; de una acción
por omisión; de una acción de amparo constitucional; de una solicitud de
control de constitucionalidad de tratados, de leyes orgánicas o de decretos
de Estado de excepción; de la resolución de una controversia constitucio-
nal o del conocimiento de un recurso de revisión contra sentencias de
amparo o dictadas con motivo del ejercicio del control difuso de la cons-
titucionalidad. En esos casos no pueden considerarse vinculantes los ra-
zonamientos o la parte «motiva» de las sentencias, sino sólo la interpre-
tación que se haga, en concreto, del contenido o alcance de una norma
específica de la Constitución.

En todo caso, lo que debe quedar claramente precisado es que la Sala
Constitucional no puede pretender por la vía de la interpretación de la
Constitución sustituir las funciones de los otros Poderes Públicos, ni asu-
mir las tareas del Legislador ni de la Administración. La propia Sala Cons-
titucional en su sentencia núm. 1347 de 9 de septiembre de 2000 ha he-
cho el esfuerzo por auto-limitarse en este respecto, para evitar la tentación
totalizante, señalando que en la solución de los recursos de interpretación
constitucional, teniendo en cuenta el principio de la separación de poderes
y su relación con la función de seguridad del Estado de derecho, la Sala
no podrá convertirse en «Un obstáculo ni en un contralor del ejercicio de
las funciones de los órganos del Poder Público» ni «suplir las potestades
de los órganos del Poder Público u ordenar la manera en que se desempe-
ñarán en el ejercicio de sus actividades propias, pues a todos ellos cabe
actuar según sus competencias y de acuerdo con el derecho», agregando:

Lo político administrativo o legislativo, en el sentido de elegir el
camino o el modo más acorde con el bienestar social, si bien el pro-
cedimiento de su elección en muchos casos viene ya señalado por la
Constitución, así como los campos en que se mueve la realidad social
a que deben prestar sus servicios, sólo le corresponde dictarlo a los
entes que ejercen las estrictas funciones político administrativas o le-
gislativas, sin que este Tribunal ex ante les señale la mejor forma de
hacerlo102.

102 Véase en Revista de Derecho Público, núm. 84, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 2000, p. 268.




